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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR. SUAREZ GONZALEZ


Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Juzgado 05 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto05bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: martes, 6 de septiembre de 2022 10:35 a. m.

Para: Blanca Stella Hernandez Ibanez <bhernani@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Secretario 02 Sala Civil Tribunal
Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RE: URGENTE OFICIO C-3443 EN PROCESO 015-2009-00445-02 DR. LUIS ROBERTO SUAREZ GONZALEZ
 

                         


Doctor 
LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 
H. Magistrado 
Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil 
Ciudad
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Cordial saludo.

Comedidamente, me permito remitir oficio respectivo y los anexos que allí se mencionan.

Lo anterior, dando cumplimiento a lo requerido por esta sala.

Cordialmente,
Mario Alberto Yanes Hernández

Asistente Judicial

Apreciado Funcionario y/o Usuario:

Comedidamente me permito informarle que el horario de recepción de mensajes a
través del correo electrónico institucional, es de lunes a viernes de 8:00 a.m. a 5:00
p.m.

Lo anterior también para propender, fomentar y garantizar no solo su derecho al
descanso y desconexión laboral, sino el de los funcionarios institucionales (Articulo 37 del
Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de junio de 2020).


De: Blanca Stella Hernandez Ibanez <bhernani@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 25 de agosto de 2022 6:57 p. m.

Para: Juzgado 05 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto05bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: URGENTE OFICIO C-3443 EN PROCESO 015-2009-00445-02 DR. LUIS ROBERTO SUAREZ GONZALEZ
 

Bogotá D. C., 25 de agosto de 2022 

 

Oficio No. C-3443  
Señor   

JUEZ  5 CIVIL DEL CIRCUITO  
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La Ciudad. 

REF: Ordinario No.11001310301520090044502 de DIAGEO BRANDS B.V contra
IMPORTADORA Y PRODUCTORA DE LICORES S.A DESTILERIA NACIONAL S.A. 
Para los efectos y fines legales me permito comunicarle que mediante providencia de fecha 25
de agosto de 2022, proferida por el Magistrado(a) Dr.(a) LUIS ROBERTO SUAREZ
GONZALEZ, dentro del proceso de la referencia RESOLVIO:  

“A pesar de que en oficio del pasado 23 de agosto, el Juzgado 5 Civil del Circuito informa que
remite “el link del expediente” del proceso 005-1999-02003-00, en la documentación allegada
por esa autoridad se advierte que la carpeta C01Principal contiene, a su vez, las carpetas
C001 a C010, las cuales están vacías como consta en las reproducciones que se anexan a
este pronunciamiento. Por lo tanto, requiérase a dicha oficina para que realice las gestiones
correspondientes para permitir el acceso a esas actuaciones, en el plazo de 10 días.  

En todo caso, el juzgado deberá tener en cuenta que el Tribunal no ordenó el adosamiento de
la totalidad del expediente, sino, de manera puntual, “la demanda, sus contestaciones y el
descorrimiento del traslado de estas últimas –en caso de que se hubieran realizado–“, como se
indicó en el auto del pasado 4 de agosto y se replicó en oficio C-3266. En consecuencia, son
esas y no otras las piezas procesales que deben encontrarse en ese repositorio y así lo deberá
verificar de forma rigurosa la funcionaria.” 

Se remite adjunto copia de la providencia en mención.     
 

Atentamente, 

                                                               

Blanca Stella Hernández Ibañez.
Notificadora Grado IV
Tribunal Superior de Bogotá - Sala Civil.


Respuestas únicamente al correo:
"Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota"

<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
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corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.



República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
Juzgado Quinto Civil del Circuito de Bogotá 

CRA 9 No. 11 45 piso 5  tel 282.0023 

Correo: ccto05bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 
Oficio No.1056 

05 de septiembre de 2022 
 

 

Doctor  

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 
H. Magistrado 
Tribunal Superior de Bogotá 
Sala Civil 

Ciudad  
 

 
PROCESO 11001 31 03 005 1999 02003 00 COMPETENCIA 
DESLEAL de UDV RUEDA S.A (ANTES   UNITED     DISTRILLERS 
RUEDA Y CÍA S.A.) Y UNITED DISTRILLERS & VINTER   & VINTNERS 
(ER) LIMITED CONTRA IMPORTADORA Y PRODUCTORA DE 
LICORES S.A., ALBERT STERLING VIÑA C.C. No. 17163963, 
DESTILERÍA NACIONAL S.A. NIT.08300348913 y GERALCO 
LIMITADA NIT. 8604040076. 

 

Cordial Saludo: 
 
Dando alcance a nuestro oficio No. 0973 del 23 de agosto de 2022 y en 
atención a la solicitud recibida por esa Corporación mediante oficio No. C-
3443 del 26 de agosto del año en curso, comedidamente me permito remitir 
de manera pormenorizada la documental solicitada así: 

 
1.- Demanda, folios 1 al 50. 

2.- Contestación Importadora y Productora de Licores S.A., folios 57   
a 62.  

3.- Contestación Geralco Limitada, folio 160. 

4.- Contestación y anexos Destilería Nacional S.A., folios 164 a 194. 

5.- Contestación Albert Sterling Viña, folios 195 a 200 y 205 a 210. 

 

Así mismo, informo que la parte actora no descorrió el traslado de las 
excepciones propuestas por el extremo pasivo. 

 

Lo anterior, para que obre dentro del proceso Ordinario 
No.11001310301520090044502 de DIAGEO BRANDS B.V contra IMPORTADORA Y 
PRODUCTORA DE LICORES S.A DESTILERIA NACIONAL S.A. que cursa en ese 
Despacho Judicial. 

 

Cordialmente, 
 

 
ELSA MARINA PÁEZ PÁEZ 

Secretaria 



AL CONTESTAR FAVOR CITAR EL NUMERO Y LA REFERENCIA 

DEL PROCESO 

 

 

Ers 

Firmado Por:

Elsa Marina Paez Paez

Secretaria

Juzgado De Circuito

Civil 005

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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República de Colombia 
Rama Judicial 

 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
Sala Civil - Secretaria 

 

 

 
 

 
Bogotá D.C.,  6 de Septiembre de  2022 

    
 

Oficio No.  D-3053  
    

 

 
Señor (a) 

Juez 005 Civil del Circuito de Bogotá D.C. 
E.  S. D.  

 

 

 
Proceso : Ejecutivo Singular 

De: YORLENIS ROSA MARTINEZ RIALES 
Contra: SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A.  

 
 

 

Magistrado Ponente Dr.(a) : OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
 
 

Comedidamente me permito devolver el proceso de la referencia radicado 
bajo  el No. 110013103005202200126 01, constante de 1 cuaderno (s) con  

7 ANEXOS PDF, el cual se encontraba en Apelación de Auto en este 
Tribunal. 

 
 
Atentamente, 

 

 

 

Bogotá, D.C., Av. Calle 24 Nº 53 – 28 Torre C Oficina 305 
Conmutador 4233390 Ext. 8349 Fax Ext. 8350 – 8351 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co


R.I. 16123 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

 DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

Rad. 110013103016202000272 01 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

En atención a la solicitud que antecede, de conformidad con lo 

normado en el artículo 286 del Código General del Proceso se corrige 

la referencia del presente asunto a fin de enunciar que el presente 

proceso fue impetrado por Fiduciaria Bogotá S.A. contra Violet 

Investment Corp S.A. en Liquidación y no como se indicó en el auto 

del 30 de agosto de 2022. 

 

En lo demás el auto objeto de corrección permanecerá incólume. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

 
CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
 

 

Firmado Por:

Carlos Augusto Zuluaga Ramirez

Magistrado

Sala 014 Despacho Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

 
11001 3103 019 2016 00174 01 

Ref. proceso verbal de pertenencia promovido por Jorge Guillermo Reyes Maldonado 

frente a los herederos determinados de Aura Inés Maldonado Jiménez (y otros) 

 

 Dada su extemporaneidad, el suscrito Magistrado SE ABSTIENE de 

conceder el recurso de casación que interpuso el demandante contra la 

sentencia que este mismo Tribunal profirió el 30 de noviembre de 2021, en 

el proceso verbal de la referencia.  

 

Ha de agregarse que, por auto de 29 de marzo de 2022 se rechazó, 

también por extemporánea, la solicitud de adición que la misma parte 

formuló frente a la sentencia de segundo grado. 

 
Obsérvese, además, que la sentencia recurrida en casación se 

notificó por estado el 1° de diciembre de 2021; (la providencia que rechazó 

la solicitud de adición se notificó por estado del 30 de marzo de 2022), 

mientras que el memorial incoativo del recurso extraordinario en comento 

se radicó el 7 de julio del año 2022, esto es, con posterioridad al 

vencimiento del término (de cinco días) que para el efecto prevé el artículo 

337 del C. G. del P.  

 

 Notifíquese 
 

 

 

 

  

 
OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 

 

 



Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D. C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: RICARDO ACOSTA BUITRAGO 

 

 

Sería del caso resolver el recurso de apelación impetrado por la 

sociedad Medicall Talento Humano S.A.S. contra el auto de 6 de abril de 

2022, de no ser porque en el examen preliminar efectuado de 

conformidad con el art. 325 del C.G.P., se advierte que es inadmisible, 

según pasa a exponerse: 

 

1. Mediante auto de 4 de marzo de 2020 se admitió el llamamiento en 

garantía que realizó Medicall Talento Humano S.A.S. al Dr. Freddy 

Stiven Pabón Manga1. 

 

2. El 6 de abril de 2022 se declaró ineficaz de conformidad con el inciso 

1º del art. 66 del C.G.P. al no haberse logrado la notificación dentro de 

los 6 meses siguientes2. 

 

3. Inconforme la parte interpuso recurso de reposición y en subsidio el 

de apelación3. En providencia de 4 de mayo de 2022, el a quo mantuvo 

la decisión censurada y concedió la alzada con apoyo en lo dispuesto en 

el numeral 1º del art. 321 del C.G.P. en el efecto devolutivo4. 

 

 
1 Cfr. Carpeta “0005 LlamamientoenGarantiaMEDICALL-TALENTO-HUMANO-SAS-a-FREDDY-

STIVEN-PABON-MANGA2018-193”, archivo “0001 LlamamientoenGarantiaMEDICALL-

TALENTO-HUMANO-SAS-a-FREDDY-STIVEN-PABON-MANGA2018-193” folio digital 20 
2 Ib. folio 21 
3Ib. folios 36 y 37 
4 Ib. folios 40 a 42 

PROCESO : Verbal – Responsabilidad Médica 

DEMANDANTE : María Leiby Álvarez y otros 

DEMANDADO : Centro Policlínico del Olaya y otros 

RECURSO : Apelación Auto 
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4. Sin embargo, los artículos 64 a 66 del C.G.P. regulan todo lo 

concerniente a la oportunidad, requisitos y trámite del llamamiento en 

garantía, sin que se avizore en alguno de sus apartes la procedencia del 

recurso de apelación en contra de la decisión que declaró su ineficacia. 

Así mismo, en el art. 321 ibidem tal determinación no se encuentra 

enlistada como una providencia susceptible de alzada, pues únicamente 

lo es la que niega la intervención de sucesores procesales o terceros 

(num. 2º ib.), sin que el llamado pueda considerarse como uno de ellos. 

Además, la norma que invocó el a quo para conceder la alzada no 

guarda relación con el asunto censurado, pues esta ineficacia no puede 

asimilarse a rechazo de la demanda, o su reforma. 

 

En consecuencia, de conformidad con el inciso 4 del artículo 325 se 

declara inamisible el recurso de apelación concedido contra el auto del 

6 de abril de 2022 y se ordena la devolución de las diligencias al 

despacho de origen. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 
 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil 

veintidós (2022).  

 

 

 

Ref: VERBAL de ZAYDA CRISTINA ROJAS DE 

ARRIETA Y OTROS. contra BBVA SEGUROS DE VIDA COLOMBIA S.A.. Exp. 

021-2019-00180-01. 

Atendiendo al contenido del artículo 12 de Ley 2213 de 

2022, se dispone, se dispone:  

  

1.- ADMITIR en el efecto SUSPENSIVO el recurso de 

apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia dictada el 5 de 

septiembre de 2022 en el Juzgado Veintiuno Civil del Circuito de Bogotá.  
 

2.- Conforme lo establecido en el inciso 3º de la citada 

norma, a cuyo tenor: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega 

la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes”, vencido aquél, la contraparte deberá 

descorrer, si así lo considera, el traslado; términos que comenzaran a 

contabilizarse desde la ejecutoria de esta determinación.  

  

3.-Por Secretaría comuníquese a los apoderados de los 

intervinientes las determinaciones que se adopten en el marco de la norma 

reseñada vía correo electrónico1, empero en caso de no llegar a obrar la misma 

en el expediente, pese a ser una obligación de los togados, remítanse las 

comunicaciones correspondientes a la dirección física que hayan informado en 

el expediente o en el Registro Nacional de Abogados.   

  

A su turno, las partes contendientes deberán dirigir sus 

escritos o memoriales con destino a este asunto al correo electrónico del 

Secretario Judicial de esta Corporación 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co con copia del mismo a la 

escribiente encargada de los procesos del suscrito Magistrado 

mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co    

  

4.- Concurrente con lo antes señalado, los profesionales 

del derecho deberán dar estricto cumplimiento al numeral 14 del artículo 78 del 

Código General del Proceso, so pena de imposición de multa, en los términos 

allí previstos.  



  

5.- Cumplido lo anterior, ingresen las diligencias al 

despacho.  

  

NOTIFÍQUESE.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós 

 

11001 3103 022 2019 00026 01 

Ref. proceso ejecutivo de Huawei Technologies Colombia S.A.S. frente a 

Eduardo Lancheros Lara 

 

El suscrito Magistrado declara INADMISIBLE la alzada que el 

ejecutado formuló contra la sentencia que el Juzgado 22 Civil del 

Circuito de Bogotá profirió el 19 de mayo de 2022, por medio de la cual 

se acogió, con alcance parcial, la única excepción que interpuso el 

demandado, intitulada “falta de requisitos esenciales”, defensa que 

prosperó frente a dos de las cuatro facturas que soportaron el 

mandamiento de pago. 

 

En la misma sentencia, y tras confrontar el contenido de esos 

cartulares con la normatividad que creyó pertinente, se desestimó esa 

excepción de “falta de requisitos esenciales” en lo que atañe a las otras 

dos de las cuatro facturas que acá interesan, y se ordenó proseguir la 

ejecución sobre su importe. 

 

 Frente a ello, el único “reparo concreto” que planteó el apelante es 

ajeno por entero a las razones de hecho y de derecho esgrimidas en el 

fallo apelado, lo cual en últimas es igual a que no hubiera efectuado 

reparo alguno. 

 

En efecto, en su memorial de impugnación, el ejecutado se limitó 

a manifestar que: “procedo a interponer recurso de APELACIÓN contra 

la sentencia de primera instancia proferida en providencia de fecha 19 

de mayo de 2022, cuyo reparo fundamento en el no Llamamiento en 

Garantía a Seguros del Estado S.A.”. 

 

Entonces, si se miran bien las cosas, el apelante no planteó ningún 

reparo frente a las motivaciones de orden fáctico y, jurídico y probatorio 

que llevaron al juez a desestimar la excepción de mérito  en comento y a 
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ordenar seguir la ejecución sobre dos de los títulos que soportaron el 

auto de apremio. 

 

Entonces, se tiene que, a la postre, el ejecutado no formuló ningún 

reparo concreto contra la decisión que aquí interesa, en las 

oportunidades previstas en el inciso 2° del numeral 3° del artículo 322 

del C. G. del P., canon que, en su inciso final, establece que de no cumplir 

el recurrente con la referida carga (precisar los reparos contra la 

sentencia apelada), “el juez de primera instancia lo declarará desierto”.   

 

Por supuesto, la ausencia de reparos concretos contra la sentencia 

de primera instancia imposibilitaría el acometimiento adecuado de la 

carga de fundamentación que contempla el ordenamiento jurídico (art. 

14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

 

 Notifíquese 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

PROCESO Ejecutivo 

DEMANDANTE La Luz del Mundo S.A.S. 

DEMANDADO Babidibu S.A. y Constructora Santa Clara  
S.A. 

RADICADO 110013103 022 2020 00368 02 

INSTANCIA Segunda -apelación de auto- 

DECISIÓN Confirma 

 

Magistrado ponente 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

 

Se decide el recurso de apelación formulado por el apoderado de 

los ejecutados, contra el auto proferido el 9 de diciembre de 2021 por 

el Juzgado Veintidós Civil del Circuito de esta ciudad.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Se emitió orden de apremio el día 9 de septiembre de 2020, a 

favor de La Luz del Mundo S.A.S. contra Babidibu S.A. y Constructora 

Santa Clara S.A., a fin de obtener el recaudo de los cánones de 

arrendamiento adeudados conforme el contrato suscrito entre las 

partes, más los intereses moratorios. En auto de la misma fecha, se 

decretaron las cautelares solicitadas, dentro de las que se encontraba 

el embargo y secuestro del inmueble identificado con folio de matrícula 

inmobiliaria 50C-1510846, concretándose la primera respecto de este 

y librándose el despacho comisorio correspondiente para llevar a cabo 

la efectivización de la segunda. 
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Con posterioridad se solicitaron nuevas medidas respecto del 

demandado Babidibu S.A., siendo decretadas mediante auto del 9 de 

diciembre de 2021, consistentes en el embargo de los establecimientos 

de comercio identificados con matrícula mercantil No. 01288155 y 

02248971, ubicados en la ciudad de Bogotá y los dineros que reposen 

a cualquier título en la entidad Bancolombia; decisión con la que no 

estuvo de acuerdo la parte ejecutada, por lo que presentó recurso de 

reposición y en subsidio de apelación. 

 

Como fundamento de su solicitud, expuso que el inmueble 

embargado cuenta con un avalúo catastral de $4.956’699.000,oo y la 

liquidación del crédito, que elaboró y aportó, muestra que la ejecución 

no supera los mil millones de pesos, por lo que sostuvo que de acuerdo 

con lo normado en el artículo 599 del Código General del Proceso, era 

deber del juez limitar los embargos y secuestros cuando estos 

excedieran el doble de la acreencia cobrada. 

 

2.- El a quo en auto de 7 de julio de 2022 sostuvo que, 

efectivamente, el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 

50C- 1510846 se encontraba embargado y fue decretado su secuestro, 

sin que “a la fecha se conozca sobre las resultas de esa diligencia. Teniendo 

en cuenta esa situación, estima el Despacho que no es posible aplicar la 

norma invocada, como quiera que sacar del comercio un bien del deudor no 

es suficiente para garantizar que el mismo servirá de respaldo para el pago 

reclamado en juicio, ya que se impone la realización de la diligencia de 

secuestro, en la cual se consumará la cautela de manera efectiva, afirmación 

que por demás adquiere soporte en que allí pueden ejercerse oposiciones 

resultado de las cuales, eventualmente, habría lugar al levantamiento de 

tales medidas (art. 596 ib)”. Negado el recurso horizontal, se concedió la 

alzada. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1.- Como premisa jurídica aplicable al caso, se tiene el 

memorado precepto 599 que dispone: “[e]l juez, al decretar los embargos 

y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes no podrá 
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exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas 

prudencialmente calculadas”. Y seguidamente, el canon 600 dispone: 

 

“En cualquier estado del proceso una vez consumados los embargos y 
secuestros, y antes de que se fije fecha para remate, el juez, a solicitud 
de parte o de oficio, cuando con fundamento en los documentos 
señalados en el cuarto inciso del artículo anterior considere que las 
medidas cautelares son excesivas, requerirá al ejecutante para que en 
el término de cinco (5) días, manifieste de cuáles de ellas prescinde o 
rinda las explicaciones a que haya lugar. Si el valor de alguno o algunos 
de los bienes supera el doble del crédito, sus intereses y las costas 
prudencialmente calculadas 

 

2.- El estrado judicial de primer grado, estimó que, pese al 

embargo del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 

50C- 1510846, no era viable limitar las demás cautelas que se 

solicitaron, ya que estaba pendiente la diligencia de secuestro y solo 

con la realización de esta se consumaría de manera efectiva la garantía 

que se pretende brindar con ese bien, pues en la diligencia se podrían 

presentarse diferentes eventualidades, tales como oposiciones, 

situación que comprometerían el pago al acreedor. 

 

El argumento expuesto por el a quo, para negarse a limitar las 

medidas cautelares solicitadas, ciertamente resulta de recibo, pues al 

tenor de esa norma 600 es necesario esperar a que se consumen los 

embargos y secuestros para, como apoyo en la documentación referida 

en el inciso cuarto de aquel artículo 599, se establezca si en realidad 

se presenta la situación del exceso de las medidas cautelares. 

 

De manera que, tal pretensión reposicionista, que envuelve la 

reducción de embargos, al tenor de la invocada normatividad jurídica, 

resulta prematura, pues -se itera- el momento procesal oportuno para 

dilucidar ese tema no ha llegado. 

 

Además, es palmario que como el argumento que esbozan los 

ejecutados se circunscribe a que el avalúo catastral del inmueble 

embargado rebasa el doble del crédito, lo cierto es que el bien no ha 

sido avaluado por un perito, en consecuencia se desconoce no solo el 

estado real del inmueble, sino que también las circunstancias que 
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involucran su ocupación y, eventualmente, podrían afectar la garantía 

que este constituye. 

 

De contera, nótese que la Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales –DIAN- informó que las acá ejecutadas tienen obligaciones 

pendientes con el fisco, una razón más para no atender a la solicitud 

que se realiza, pues teniendo en cuenta la prelación de créditos 

preceptuada en los artículos 2488 y siguientes del Código Civil, es 

claro que de llegarse al remate, los dineros recaudados deben 

destinarse a solventar, delanteramente, las acreencias que se tienen 

con tal entidad estatal, ya que al tratarse de unas de primera clase 

deben pagarse con preferencia, lo que relega la ejecución que se sigue 

a un crédito de quinta clase.  

 

Emerge de lo expuesto que, la decisión de la juzgadora de no 

limitar las medidas solicitadas, resulta atinada; así, es ostensible que 

se aviene a las disposiciones que regulan la materia objeto de 

controversia; aunado a que, las entidades ejecutadas cuentan con 

diversos mecanismos para obtener el levantamiento de estas, o para 

que se le responda por los perjuicios que eventualmente se le podrían 

generar con las cautelas decretadas.  

 

Se confirmará el proveído cuestionado y no se impondrá condena 

en costas por no aparecer causadas, conforme al numeral 8° del 

artículo 365 del Código General del Proceso. 

 

III. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el suscrito Magistrado de la Sala Civil del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, CONFIRMA el auto 

de contenido, fecha y origen referenciados. 

 

Por Secretaría, comuníquese la presente decisión al a quo en 

forma inmediata (inc. 2., art. 326 C. G. P.) 



Exp. 110013103 022 2020 00368 02 

Página 5 de 5 

Notifíquese. 
  
 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 
Magistrado 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 MAGISTRADO PONENTE  : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

 RADICACIÓN  : 11001-31-03-025-2016-00774-01 

 PROCESO   : EJECUTIVO CON TÍTULO HIPOTECARIO                    

     DEMANDANTE  : JOSÉ TOVAR, MARÍA FERNANDA BUENO  

                                                RINCÓN, JORGE ENRIQUE BLANCO PÉREZ 

                                                 MANUEL CAMILO GALEANO Y OTROS.     

DEMANDADO  : RAFAEL JESÚS TORRES PALACIO 

ASUNTO   : IMPUGNACIÓN SENTENCIA 

 

De conformidad con el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, 

decide el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por la parte 

ejecutada, frente a la sentencia proferida el 22 de junio del año en curso, 

por el Juzgado Veinticinco Civil del Circuito de esta ciudad, dentro del 

asunto del epígrafe. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

  1. La parte interesada, por medio de la cuerda ejecutiva 

hipotecaria, deprecó el recaudo de la suma de $50’000.000,oo, por 

concepto de capital contenido en el pagaré No CA-19554225, en favor de 

José Tovar; $60’000.000,oo, por el monto dinerario instrumentado en el 

título valor No CA-19554230, en beneficio de María Fernanda Bueno 

Rincón; $70’000.000,oo, a título de obligación incorporada en el cartular 

No CA-19554229, en favor de Jesús Guillermo Bohórquez Plazas y Cristina 

Amparo Cárdenas de Bohórquez; $60’000.000,oo, por concepto de capital 

a que se refiere el documento cambiario No CA-19554226, en favor de 

Jorge Enrique Blanco Pérez; $60’000.000,oo, monto aludido en el pagaré 

No CA-19554227, en beneficio de Manuel Camilo Galeano Tinjacá; junto a 
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los intereses moratorios causados desde el 26 de marzo de 2016 y hasta 

su efectiva solución. 

 

  Del mismo modo, peticionaron que, en el evento en que el 

intimado desatienda el mandato coactivo, se “(...) dict[e] SENTENCIA 

decretando LA VENTA EN PÚBLICA SUBASTA del inmueble identificado y alinderado 

en [la] (...) demanda, para que con su producto se pague a (...) [los 

ejecutantes] en las proporciones antes indicadas y con la prelación que 

establezca la misma sentencia, las sumas por las cuales se libró mandamiento 

ejecutivo previo y las costas del proceso.” 

 

  Como sustento de las pretensiones elevadas, indicaron que, 

mediante acto escritural No 103 del 26 de enero de 2016, el encartado 

constituyó hipoteca de primer grado y sin límite de cuantía sobre los 

bienes denominados “El Paraíso”, “El Recuerdo”, “Taganga III”, 

identificados con los folios de matrícula inmobiliaria No 157-23552, 157-

45610 y 157-113570, respectivamente, a fin de “garantizar toda obligación 

presente y futura que el demandando (...) contrajera directa o indirectamente, 

individualmente o de manera conjunta con los acreedores”.  

 

  Narraron que el conminado suscribió los cartulares N° 

CA19554225, CA19554230, CA19554229, CA19554226, CA19554227, 

cuya fecha de vencimiento fue el 25 de marzo de 2016, habiéndose 

comprometido a “(...) pagar intereses de plazo, en forma anticipada y dentro 

de los cinco (5) primeros de cada mensualidad y en caso de simple retardo el 

pago de dichos intereses”, los cuales honró hasta el 25 de marzo de 2016, 

“adeudando los causados a partir del 26 de marzo de 2016 y hasta el día en que 

se efectúe el pago total del capital.” 

 

  Manifestaron que “por estar vencidos los términos de los pagarés y 

haber dejado el deudor de pagar los intereses, se hacen exigibles (...) el total del 

capital contenidos en los pagarés, es decir, (...) $300’000.000,oo y los intereses 

moratorios causados a partir del 26 de marzo de 2016”.  

 

  2. Frente a tales aspiraciones, el convocado presentó como 

excepciones: “LA ESCRITURA PÚBLICA No:00103 DEL 26 DE ENERO DEL 2016 

SUSCRITA EN LA NOTARÍA TREINTA DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ NO GARANTIZÓ 

OBLIGACIONES PERSONALES SINO SOLIDARIAS”; y “LA INAPLICACIÓN DEL ARTÍCULO 

622 DEL CÓDIGO DE COMERCIO POR PARTE DE LOS DEMANDANTES DETERMINA QUE LA 

OBLIGACIÓN NO ES CLARA”.  
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II. LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO  

 

  Agotado el trámite de rigor, el funcionario de primer orden 

dispuso seguir adelante con la ejecución, tras no encontrar demostrados 

los medios defensivos propuestos por el enjuiciado. Para arribar a tal 

ultimación, preliminarmente recalcó que los títulos valores báculo de la 

contienda gozan de todos los atributos establecidos en la ley mercantil, 

aunado que no se presentó ninguna controversia frente a la firma 

impuesta sobre los mismos, lo cual lo llevó a examinar los mecanismos de 

refutación propuestos por el extremo pasivo.  

 

  En lo atañedero a la defensa consistente en que la hipoteca 

constituida no garantiza obligaciones personales sino solidarias, el 

sentenciador reseñó que, sin perjuicio de la autonomía de cada uno de los 

adeudos dinerarios aquí exigidos y que los demandantes optaron por 

reclamar de manera conjunta, ante su insatisfacción, la cláusula quinta del 

acto público previó la posibilidad de que las obligaciones que se respaldan 

o llegaren a respaldarse con la garantía real podrían ser contraídas o 

llegar a contraerse “conjunta o separadamente”; precisando, además, que la 

solidaridad solo se predica de las deudas más no de las garantías 

otorgadas, y que en el sub examine se atisba la acumulación de 

pretensiones, lo que procesalmente resulta viable.    

 

   En torno a la inaplicación del artículo 622 del C. de Co., y la 

falta de claridad de lo aquí exigido, resaltó que el único espacio de los 

pagarés pendiente de llenado fue la fecha de cumplimiento de los 

compromisos cobrados y que los demandantes, al descorrer el traslado de 

la contestación de su contraparte, arrimaron al plenario las cartas de 

instrucciones en las que se especificó que la data allí consignada 

correspondería al día en que se dejara de cancelar los intereses pactados, 

evidencia que al no ser rebatida por el opositor permitía concluir la 

claridad, expresividad y la exigibilidad de las obligaciones cobradas en el 

compulsivo.    

 

III. LA IMPUGNACIÓN 

  

  1. Inconforme con tal determinación, el mandatario judicial del 

ejecutado la impugnó, manifestando su descontento frente a la 

desestimación de los medios de enervación formulados, lo que basó en la 
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“(...) no claridad del título para efectos de la ejecución y el tema de la no 

posibilidad de ejecutar en la forma en que se hizo, es decir sin aportar la debida 

documentación cada uno de los acreedores como se expuso en la excepción 

correspondiente”.  

 

  En la oportunidad de que trata el inciso 2° de la regla 3ª del 

artículo 322 del C. G. del P., puso de relieve como “MOTIVOS DE LA 

IMPUGNACIÓN PARCIAL” una diferencia entre el área del terreno secuestrado 

del lote denominado “El Paraíso” y la extensión predial anotada en la 

escritural contentiva de la hipoteca, por lo que peticionó la revocatoria 

parcial del fallo para que no se incluya en la almoneda decretada por el 

funcionario de conocimiento el reseñado fundo. 

 

  Asimismo, como motivos de “IMPUGNACIÓN TOTAL” arguyó que 

“(...) la obligación cobrada no cumple con uno de los tres puntos axiológicos de 

un título valor para que proceda su ejecución, es decir, que SEA CLARA (...)”, lo 

que soportó en que “[l]os títulos valores materia de cobro judicial no cumplen 

con lo consignado en el artículo 622 del Código de Comercio, y que fueron 

alegados en la cláusula 9 de los títulos ejecutivos, que establece expresamente 

que el acreedor llenará los espacios dejados en blanco, estrictamente como lo 

estipule el suscriptor, que en este caso se constituyó el [ejecutado], de manera 

que no existe aportado al proceso carta de instrucciones de todos los pagarés 

materia de cobro judicial”. 

 

  Adicionalmente, increpó que el diligenciamiento cartular debe 

efectuarse “(...) estrictamente de acuerdo a la autorización dada para el efecto. 

En el presente caso ni siquiera se hizo alusión a eso, sino simplemente se 

introdujo, conforme a apreciaciones subjetivas que la fecha de cada uno de los 

pagarés correspondiente al 25 de marzo de 2016 como fecha de vencimiento. Lo 

normal es que para introducir de acuerdo a la facultad del Art. 622 del C. de Co. 

en concordancia con la Cláusula 9 de la escritura pública 103 del 26 de enero de 

2016 (...) es que el deudor se encontrase en mora, hecho que de acuerdo a lo 

consignado en el HECHO QUINTO de la demanda, el [enjuiciado] se encontraba a 

paz y salvo e incluso de acuerdo a lo pactado en el numeral segundo de manera 

anticipada. Las obligaciones deben ser claras, en el sentido de que no pueden 

admitir la más mínima duda, y en este caso está determinado una circunstancia 

especial. Se dejaron espacios en blanco para ser llenados en la eventualidad de 

una mora que es lo que normalmente ocurre cuando hablamos de la figura 

jurídica de la aceleración del plazo, pero que en este caso ni puede ser aplicable 

porque precisamente en el HECHO QUINTO se manifiesta que el [conminado] se 
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encontraba a paz y salvo al 25 de marzo de 2016, como lo manifiestan los 

demandantes con respecto a cada una de las obligaciones.”    

 

2. En la etapa sustentatoria de que trata el artículo 12 de la 

Ley 2213 del 2022, agotada en esta instancia, la parte recurrente persistió 

en los mismos planteamientos efectuados al momento de la interposición 

de la alzada, ahondando, cardinalmente, en que i) no debe mantenerse la 

orden de subastar el predio “El Paraíso”, ante la disconformidad en el 

metraje del área predial que aparece consignada en la escritura de 

hipoteca y la extensión terrenal que fue objeto de secuestro; y ii) la falta 

de claridad de las obligaciones dinerarias aquí reclamadas, en tanto que 

no se aportaron las instrucciones de diligenciamiento de todos pagarés.   

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Encontrándose reunidos los presupuestos procesales y no 

advirtiéndose vicio que invalide la actuación, se hace necesario anotar, de 

manera preliminar, que esta Sala se circunscribirá a examinar, 

exclusivamente, los motivos de censura demarcados por la parte 

opugnante, acatando los lineamientos de los cánones 320 y 328 del 

Código General del Proceso. 

 

2. Hecha la precisión precedente, se observa que la primera 

inconformidad del recurrente radica en que “el tercer predio denominado EL 

PARAISO, NO DEBE SER MATERIA DE REMATE”, porque, según la oficina de 

Catastro del municipio de Silvania, “tiene un área de 45.965 metros 

cuadrados, o sean, 14.165 metros cuadrados más de lo indicado en la escritura 

contentiva de la hipoteca (…), [pero], (…) pocos días después (…) se llev[ó] a 

cabo la diligencia de secuestro, y se indi[có] que en la misma que el predio (…), 

tiene un área de 31.800 metros, y así se d[io] por secuestrado, cuando una 

entidad competente, (…) certificó que el área de ese inmueble es de cuatro 

hectáreas más 5965 metros cuadrados.” 

 

Sin embargo, dicha problemática, que aún podría ser ventilada 

en las oportunidades señaladas en los artículos 448 y ss del compendio 

adjetivo civil, no puede ser ahora atendida por el Tribunal, al no haber 

sido planteada por el ejecutado en la etapa correspondiente -diligencia de 

secuestro o después agregarse el despacho comisorio a los autos-, 

desdeñando que, por mandato expreso del artículo 117, ibidem, “[l]os 

términos señalados en este código para la realización de los actos procesales de 
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las partes y los auxiliares de la justicia, son perentorios e improrrogables”. 

Precepto que pretende soslayarse el procurador judicial del recurrente, 

pese a señalar en el escrito impugnativo que “[t]al situación no alcancé a 

ponerla de presente, pues, a pesar de indicar y justificar previamente a la 

audiencia anterior a la emisión del fallo (en pleno vuelo, no podía concurrir a la 

misma), ésta no fue tenida en cuenta, de modo que solo pude asistir a la 

próxima audiencia, en la cual se da la lectura de la sentencia, disponiendo en 

ésta el remate de los tres bienes, y que por tanto, es motivo de la presente 

opugnación.” Circunstancia también aludida por dicho apoderado en la 

audiencia de fallo, cuando manifestó que “(...) la verdad era que se quería 

plantear, en su momento, algunas inconsistencias, pero no se pudo, no pude 

actuar en aquella oportunidad y es el referente al tema de los linderos, el área 

del inmueble cedido, entonces va a ver dificultad al momento de la entrega, pero 

bueno, por razones de lealtad procesal ya me atengo a lo que ya hay.”1 Omisión 

que, claramente, impide reabrir esa controversia en sede de apelación, ya 

que, en palabras de la Corte Suprema de Justicia, “[c]aros principios del 

derecho procesal, como los de preclusión y eventualidad, indican que cuando se 

agota un estadio procesal no es posible reabrirlo, menos aun cuando se acepta 

pasivamente una determinación al no promover los mecanismos de control 

dispuestos en la legislación para obtener su modificación o revocatoria.”2 

 

3. Así las cosas, solo se abordará de fondo el reparo referente 

a la ausencia de claridad de las obligaciones dinerarias, ante el 

diligenciamiento de los pagarés sin atender las directrices dadas por el 

deudor y no haberse allegado al legajo el instructivo para dicho acto, 

aspectos que tienen estrecha correlación con el basamento enarbolado en 

la excepción: “LA INAPLICACIÓN DEL ARTÍCULO 622 DEL CÓDIGO DE COMERCIO POR 

PARTE DE LOS DEMANDANTES DETERMINA QUE LA OBLIGACIÓN NO ES CLARA”. 

 

4. Delimitado de esta forma el escenario dialéctico en el sub 

lite, de entrada incumbe recordar que el juicio ejecutivo tiene como 

característica elemental, la certeza y determinación del derecho sustancial 

pretendido, por lo que, desde su preludio, es necesaria la presencia de un 

pliego proveniente del deudor o de sus causahabientes, de cuyo contenido 

emane una obligación clara, expresa y exigible, al tenor de lo consagrado 

en el artículo 422 del Código General del Proceso.  

 

                                              
1 Minuto 33:19 a 33:57, audiencia de fallo celebrada el 22 de junio de lo año en curso. 
2 Sentencia SC4263-2020, rad. 54001-31-10-003-2011-00280-01. 
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  Entre la variedad de documentos susceptibles de soportar su 

coercibilidad por vía ejecutiva se encuentran los títulos valores, 

instrumentos que, para alcanzar tal apellidamiento legal, inexorablemente 

deben reunir las formalidades previstas en los artículos 619 a 621 del C. 

de Co., así como las exigencias del canon 709 ejusdem, en el específico 

evento del pagaré. 

 

  En otras palabras, para ser título valor es menester que en el 

pliego aparezca el derecho literal y autónomo, conforme lo consagra las 

regulaciones citadas, y para tenérsele como pagaré debe contener una 

promesa incondicional de pagar una determinada suma de dinero; el 

nombre de la persona a quien deba hacerse el pago; la indicación de ser 

pagadera a la orden de los ejecutantes, así como la forma de vencimiento; 

exigencias que, tras la verificación de la literalidad de los cinco (5) 

pagarés cimiento del presente compulsivo, aparecen atendidas a 

cabalidad. 

 

  5. Dentro del marco conceptual y fáctico descrito en 

precedencia, de cara al punto medular del cuestionamiento planteado en 

el recurso vertical formulado, es menester apuntalar que al tenor de lo 

reglado por el canon 622 del Estatuto Mercantil, si en el documento base 

del cobro se dejan espacios en blanco, cualquier legítimo tenedor puede 

diligenciarlos, sujetándose a las instrucciones que, para el efecto, haya 

impartido el suscriptor. Y si el título se llena sin esas recomendaciones, 

contrariando o desconociendo las mismas, el suscriptor está facultado 

para plantear la excepción en el juicio donde se persiga el recaudo de la 

deuda. De ahí que, si el propósito con tal invocación defensiva es enervar 

la reclamación coactiva, no basta simplemente con afirmar que el título se 

llenó sin la autorización correspondiente, sino además debe demostrarse 

la efectiva ocurrencia de tal imputación; reflexiones que encuentran 

respaldo en lo decantado por la jurisprudencia al sostenerse que “(…) [p]or 

supuesto que esa posibilidad de emitir títulos valores con espacios en blanco, 

prevista y regulada por el ordenamiento, como ya se dijera, presupone la 

completitud del título en dos momentos distintos: uno, cuando fue emitido por su 

creador, y otro, cuando es cubierto para efectos de ejercitar la acción cambiaria. 

Así se colige de lo dispuesto por el artículo 622 del Código de Comercio. (...) 

Luego, si la parte ejecutada alegó como medio defensivo que el espacio en 

blanco asignado a la fecha de vencimiento no fue llenado con sustento en un 
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acuerdo o en una carta de instrucciones, constituyendo ese proceder, a su juicio, 

una ‘falsedad material’, le incumbía a ella, en asuntos como el de esta especie, 

probar ese hecho de manera integral, vale decir, que asumía el compromiso de 

demostrar que realmente fueron infringidas las instrucciones que impartió, labor 

que, desde luego, tenía como punto de partida demostrar cuáles fueron esas 

recomendaciones.”3 

 

   Desde esa perspectiva, en el caso de marras se otea 

indiscutible que el único espacio en blanco diligenciado con posterioridad a 

la creación de los títulos de recaudo concierne a la fecha de exigibilidad de 

las obligaciones, evento que se encuentra amparado en la cláusula 9ª de 

los instrumentos cambiarios, en la aparece acordado que el deudor 

autorizó a su acreedor “para llenar los espacios en blanco de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 622 del Código de Comercio”,4 evidencia que, a no 

dudarlo, pone de presente que, de conformidad dicha norma y la 

correspondiente jurisprudencia, “(…) al firmarse un título valor con espacios 

en blanco previamente está admitiéndose el que llegue a ser su texto completo, 

frente a lo cual sólo cabe reprochar que eventualmente se desatendieron las 

pautas para el diligenciamiento, hipótesis en la que el deudor queda forzado a 

probar que no fueron respetadas, pues, de no ser así, la literalidad del 

instrumento se impone (…).”5 

 

  6. No obstante, tal certeza procesal es resistida por el 

ejecutado, tras señalar que no hay claridad en las obligaciones 

pretendidas judicialmente, porque no se adjuntó al expediente la carta de 

instrucciones de todos los pagarés, afirmación que, a la luz del acervo 

comprobatorio recaudado en el informativo, ciertamente desconoce la 

realidad objetiva de las presentes diligencias, si se tiene en mente que al 

descorrerse el traslado de las excepciones el extremo convocante allegó al 

proceso cinco (5) comunicaciones suscritas por el encartado Rafael Jesús 

Torres Palacio y debidamente autenticadas ante notaría en la misma 

fecha, con las que éste autorizó a sus acreedores “(...) para llenar los 

espacios en blanco de [los] pagaré[s] referenciado[s], que en razón del 

mutuo comercial he creado (...) el día 26 de enero de 2016; espacios en 

blanco que se relacionan exclusivamente con la fecha de vencimiento, 

que será aquella en que deje de pagar los intereses de plazo pactados 

                                              
3 CSJ. STC. 20 mar. 2009, rad. 00032, reiterada el 28 sep. 2011, rad. 00196-01 y el 3 sep. 2013, rad. -01946-
00. 
4 Ver folios 19 a 28 del PDF001C1Folios1Al194-2016-774, expediente escaneado.  
5 CSJ. STC8019-2019, STC3147 19 y STC736-2021. 
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(...)”,6 documentales que al no haber sido desconocidas o tachadas de 

falsas por el enjuiciado, al tenor de lo previsto en el canon 244 del C. G. 

del P., tienen el vigor probatorio suficiente para predicar su autenticidad 

y, de paso, desvirtuar las aseveraciones de la parte inconforme en torno a 

la no aportación del menú instructivo de todos los pagarés que soportan 

las presente diligencias, dado que sí fueron arrimadas oportunamente al 

expediente.          

 

  7. Y es que, a decir verdad, lo anteriormente esbozado no es 

el único razonamiento para descartar el éxito del remedio confutatorio 

formulado, puesto que si en los instrumentos negociales se puso como 

fecha de exigibilidad el día 25 de marzo de 2016 -data que corresponde al 

día en que dejaron de cancelarse los réditos acordados, conforme a las 

directrices dadas por el deudor-7 era del resorte del ejecutado encaminar 

su labor probatoria a demostrar lo rebatido frente al desacato de las 

aludidas recomendaciones cambiarias, en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, pues, si consideraba que los instrumentos 

negociales, girados con espacios en blanco, fueron indebidamente 

diligenciados por los ejecutantes y en franco abandono de los lineamientos 

impartidos por el suscriptor obligado, le incumbía, entonces, probar que 

se desconocieron las orientaciones de llenado, ya que, a voces de la Sala 

de Casación Civil, “(…) si la facultad de diligenciar esos espacios que no llenó el 

creador del instrumento tiene amparo en la ley y existe presunción de certeza en 

relación con el contenido del cartular, es lógico que la carga de demostrar la falta 

de diligenciamiento acorde con las indicaciones previamente impartidas por su 

creador y de acreditar cuáles fueron éstas, le corresponde al último, regla que 

encuentra fundamento en el aforismo latino «onus probandi incumbit actori; reus 

excipiendo fit actor» acogido por el artículo 177 del estatuto procesal [167 

C.G.P.] al expresar que incumbe a las partes «probar el supuesto de hecho de las 

normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen». Concretamente, al 

excepcionante le corresponde la demostración plena de los supuestos fácticos 

que fundan la defensa formulada (…)» (STC106-2018) (…)”8. Asunto sobre el 

que este Tribunal ha reiterado que “(…) si no se prueba el desprecio del menú 

instructivo, debe colegirse que el cartular se integró observando las instrucciones 

determinadas por los contratantes, realidad que conduce a tener por establecida 

la regularidad del llenado, simple aplicación de la carga de la prueba, en la 

                                              
6 Destacado propio. 
7 Ver hecho 5 de la demanda, lo que concuerda con las instrucciones instrumentadas por el deudor en los 
documentos adiados del 26 de enero de 2016. 
8 CSJ. STC736-2021. 
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modalidad del "reus, in excipiendo, fit actor (…)”9, reflexiones que aplicadas al 

sub lite permiten entrever la aquiescencia a las recomendaciones del 

obligado en el diligenciamiento de los títulos ejecutados por los aquí 

pretensores, ante la falta de comprobación de una situación rebeldía 

frente a las glosadas indicaciones de diligenciamiento. 

 

8. También, cuestionó el demandado que para el 25 de marzo 

de 2016 no se encontraba en mora y por eso, en su opinión, se habrían 

diligenciado los espacios en blanco en los pagarés bajo “apreciaciones 

subjetivas”, afirmación supuestamente extraída del hecho quinto del pliego 

genitor y de la cláusula 9ª10 del contrato de hipoteca; inferencia que no 

puede ser de recibo, toda vez que, si se miran con detenimiento las cosas, 

en primer lugar, la reseñada estipulación no guarda relación con el llenado 

de los títulos; y, en segundo término, porque si bien la mencionada 

calenda corresponde al último día en que el querellado pagó réditos a los 

demandantes -como se afirma en la informativo-, la inclusión de esta 

fecha en los cartulares no es una situación que permita colegir un 

desobedecimiento a los condicionamientos dados por aquél, si se repara 

en que, según el instructivo otorgado, la exigibilidad de lo adeudado sería 

“(...) aquella [época] en que deje de pagar los intereses de plazo pactados (...)”, 

y según el acotado supuesto fáctico “[e]l deudor sobre los pagarés citados 

(...) canceló intereses hasta el 25 de marzo de 2016, adeudando los causados a 

partir del 26 de marzo de 2016”, insumos probatorios con los cuales se logra 

desmentir las aserciones del censor encausado, pues el 25 de marzo de 

2016 fue el último día que pagó los intereses convenidos, data que atañe 

tanto a lo ordenado por el intimado en sus instrucciones, como a lo 

consignado en los pliegos cambiarios, panorama que al no haber sido 

controvertido probatoriamente por el opositor, sin más, da al traste con la 

vocación de prosperidad del medio defensivo bajo estudio.  

   

9. Por lo demás, no se olvide que, “(...) conforme a principios 

elementales de derecho probatorio, (...) dentro del concepto genérico de defensa 

el demandado puede formular excepciones de fondo, que no consisten 

simplemente en negar los hechos afirmados por el actor, sino en la invocación de 

otros supuestos de hecho impeditivos o extintivos del derecho reclamado por el 

                                              
9 Tribunal Superior de Bogotá. Sala Civil. 11 ago. 2010. Exp.: 03-06-440-02. M.P. Dr. L R S G., reiterada en 
Sentencia Civil del 21 de octubre de 2020, Exp. 032 2018 00532 01. 
10 La indicada cláusula estipula “[q]ue la hipoteca abierta de PRIMER GRADO, de cuantía indeterminada que por esta 

escritura se constituye, estará vigente hasta la total cancelación de cualesquiera obligaciones a cargo de EL HIPTECANTE y a 

favor de LOS ACREEDORES, que conste en letras de cambio, pagarés, cheques, o cualesquiera otros documentos públicos o 

privados.” Fl. 37 PDF001C1Folios1Al194-2016-774, expediente escaneado. 
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demandante; de suerte que al ejercer este medio de defensa surge diáfano que 

el primero expone un hecho nuevo tendiente a extinguir o impedir los efectos 

jurídicos que persigue este último, enervando (…) adicionalmente le 

correspondería al excepcionante explicar y probar cómo fue que el documento se 

llenó en contravención a las instrucciones dadas” (Exp. No. 1100102030002009-

01044-00). 

(...)  

A la larga, si lo de que se trata es de enervar la eficacia de un título 

valor, el compromiso del deudor que lo firma con espacios en blanco, debe ser 

tal que logre llevar a la certeza sobre la discordancia entre su contenido y la 

realidad negocial, pues no de otra forma podría librarse de la responsabilidad que 

trae consigo imponer la rúbrica de manera voluntaria en este tipo de efectos 

comerciales.”11  

 

10. Puestas de ese modo la situación litigiosa, como las 

argumentaciones que sirvieron de sostén para que el recurrente 

pregonara la falta de claridad de los compromisos dinerarios aquí 

ejecutados fueron desvirtuadas, como en líneas precedentes se dejó 

sentado -amén de que obligaciones cambiarias cobradas se avistan 

inequívocas, sin confusión en su alcance, carentes de oscuridad en 

relación al crédito del acreedor y a cargo del conminado, 12 

particularmente lo relativo a la fecha de exigibilidad impuesta en los 

cartulares-, esta Colegiatura llega a la conclusión de que la parte 

accionada no logró traer el convencimiento suficiente sobre el éxito de su 

defensa; defecto comprobatorio que marca el derrotero para confirmar la 

decisión adoptada por el funcionario a quo, con la consecuente condena 

en costas de esta instancia a la parte ejecutada, ante la frustración de la 

alzada interpuesta, de conformidad con la regla 1ª del artículo 365 del C. 

G. del P. 

  

V. DECISIÓN 

 

  En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá D.C., en Sala Civil de Decisión, administrando justicia 

en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

                                              
11 Corte Suprema De Justicia. Sala de Casación Civil. Providencia de 30 de junio de 2009. Exp. No. T-05001-22-

03-000-2009-00273-01. M.P Edgardo Villamil Portilla. 
12 El requisito de la claridad según la Corte Suprema de Justicia, “consiste en que el documento que la contenga sea 

inteligible, inequívoco y sin confusión en el contenido y alcance obligacional de manera que no sea oscuro con relación al 

crédito a favor del acreedor y la deuda respecto del deudor. Que los elementos de la obligación, sustancialmente se encuentren 

presentes: Los sujetos, el objeto y el vínculo jurídico. Tanto el préstamo a favor del sujeto activo, así como la acreencia en 

contra y a cargo del sujeto pasivo.” CSJ STC 9497 de 2021 en la que se reiteró la STC3298-2019. 
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RESUELVE: 

 

  PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 22 de junio 

del año en curso, por el Juzgado Veinticinco Civil del Circuito de esta 

ciudad, dentro del asunto del epígrafe. 

 

      SEGUNDO.- CONDENAR en costas de esta instancia a la 

parte impugnante. El Magistrado Sustanciador fija como agencias en 

derecho de esta instancia la suma $1’000.000,oo. Liquídense según lo 

establecido en el artículo 366 del C. G. del P. 

   

  TERCERO.- En oportunidad, por Secretaría, ofíciese al 

Despacho de origen informándole sobre la presente decisión, y remítasele 

copia magnética de esta providencia, para que haga parte de la actuación 

respectiva. 
 

  NOTIFÍQUESE, 
 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 
Magistrado 

(25 2016 00774 01) 

 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
Magistrada 

(25 2016 00774 01) 
 

 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
Magistrado 

(25 2016 00774 01) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

DEMANDANTE PRINCIPAL  : GRACIELA SERNA GÓMEZ 

DEMANDADO PRINCIPAL  : CARLOS ANDRÉS CARABALÍ MARTÁN 
como heredero determinado de CEBEDEO 
CARABALÍ Y PERSONAS 
INDETERMINADAS 

CLASE DE PROCESO : PERTENENCIA Y REIVINDICATORIO EN 

RECONVENCIÓN 

MOTIVO DE ALZADA : APELACIÓN SENTENCIA 

 

Con miras a facilitar que las personas (determinadas o 

indeterminadas) se enteren de la existencia de procesos tramitados en su contra, 

o de su respectivo causante, el legislador previó tanto el mecanismo del 

emplazamiento como del registro único de personas emplazadas. Además, 

cuando se trata de acciones de pertenencia también ordenó el registro de 

procesos para que todos los que se crean con derechos sobre el inmueble 

pretendido puedan conocer el bien de que se trata, dado el carácter erga omnes 

de la declaración de pertenencia. Estos registros son públicos y tienen la finalidad 

de permitir “la consulta de la información del registro” (art. 108 parágrafo 1) y que 

puedan “contestar la demanda las personas emplazadas” (art. 375 num. 7 inc. 6). 

 

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha 

reconocido la trascendencia de emplazar en debida forma a un sujeto que debe 

comparecer al proceso (en nombre propio, en representación de un tercero, o de 

la sucesión de un causante), por cuanto con el mismo se “franquea la puerta al 

ejercicio del derecho de defensa, garantía constitucional que como componente 

fundamental del debido proceso se resiente en presencia de irregularidades en 

el trámite cumplido para lograr la comparecencia del demandado en el juicio. En 

ese contexto, la ley requiere que la primicia sobre la existencia del proceso deba 
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darse al demandado cumpliendo a cabalidad las exigencias que ha puesto el 

legislador en tan delicada materia, todo con el fin de lograr el propósito de 

integrarlo personalmente a la relación jurídico procesal”1. 

 

 

En el Acuerdo No. PSAA14-10118 de marzo 4 de 2014, ("Por el 

cual se crean y organizan los Registros Nacionales de Personas Emplazadas, de 

Procesos de Pertenencia, Bienes Vacantes o Mostrencos, y de Procesos de 

Sucesión”), el Consejo Superior de la Judicatura dispuso que “Los Registros 

Nacionales reglamentados mediante este Acuerdo estarán disponibles al público 

en general a través de la página web de la Rama Judicial: 

www.ramajudicial.gov.co, para facilitar su acceso, consulta y disponibilidad de la 

información en todo momento” (art. 3). 

 

A su turno, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

expidió los manuales “DE USO DE LOS REGISTROS NACIONALES (RN) PARA 

DESPACHOS JUDICIALES”, y el “DE USO PARA LA CONSULTA DE 

PERSONAS EMPLAZADAS Y LOS REGISTROS NACIONALES (RN)”, el 20 de 

febrero de 2015. El primero de ellos señala que el registro se compone de 4 

secciones, en las que se quiere destacar la información del sujeto, donde van los 

“Datos del demandante(s), demandado(s) y/o emplazados”, y la del bien, para los 

“Datos del predio”; además, otro aparte de “consulta del ciudadano” en el que 

expresamente se consignó que el ingreso “será por el portal de la Rama Judicial 

o a través del siguiente acceso: Portal web de la Rama Judicial en la sección de 

Ciudadano, el enlace: Consulta Personas Emplazadas y Registros Nacionales”, 

con las siguientes opciones: “datos del ciudadano emplazado, identificación del 

bien, datos del proceso”. El segundo indica que cualquier persona debe tener 

acceso a la consulta por “Datos del proceso, Datos del ciudadano emplazado, 

Identificación de un predio”, y en esta última opción “es viable consultar por 

cualquiera” de los siguientes registros “número de matrícula inmobiliaria” y 

“cédula catastral” para visualizar los datos del registro. 

 
1 Sentencia de 24 de octubre de 2011, expediente 1969, reiterada en sentencia de 1° de marzo de 2012. Referencia: 
C-0800131030132004-00191-01. 
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De esto se desprende que el mencionado registro lo gobiernan 

las características de publicidad y acceso a la información completa sobre el 

sujeto emplazado, el despacho que lo requiere y las partes del proceso, así como 

la información concerniente al predio pretendido en pertenencia; acceso fácil a la 

plataforma en la que se encuentra la información y, lo más relevante, el 

ciudadano emplazado, o cualquier interesado en el inmueble, puede conocer 

directamente, desde cualquier lugar, el trámite en el que es convocado a juicio, o 

donde se persigue un bien determinado, con lo que se le garantizan los derechos 

fundamentales a la contradicción y defensa (artículo 29 de la Constitución 

Política). 

 

 
En el expediente, se avizora que el 21 de septiembre de 2016 

se ordenó el emplazamiento de “las personas que se crean con derechos 

sobre el bien…” (Pág. 56, 01CuadernoCuatro); el proceso, en principio, 

aparece creado el proceso en “Registros Nacionales y Emplazados” (Pág. 

58, Ib.), también, que realizadas las publicaciones, se incluyeron en el 

mismo, allí consta la “información de los sujetos” e “información del predio” 

aunque, de igual forma se observa que la actuación se mantuvo en privado 

(Pág. 94 ib.), conforme lo refleja el mismo pantallazo incluido en el 

expediente. Esto, de entrada hace que la actuación no cumpla con las 

exigencias de publicidad previstas en los artículos 108 y 275 del C.G.P 

(Pág. 95, ib.). El 6 de abril de 2017, se designó curador ad litem (Pág. 98 

Ib.). 

 

Aunado a lo anterior, verificado el mencionado Registro, se 
encuentra que el proceso, en realidad no se creó porque al intentar la 
consulta por el radicado del proceso arroja el mensaje “Aviso no se 
encontraron registros”. 
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Al verificar cada uno de los sujetos procesales, continúa la 
misma advertencia. 

 

 

 
 

Y el predio, identificado por folio o por cédula catastral, 
tampoco se visualiza.  
 

 
 

 

Lo anterior estructuró la nulidad regulada en el artículo 133 
(numeral 8) del CGP, por no practicarse en legal forma “el emplazamiento 
de las demás personas aunque sean indeterminadas que deban ser 
citadas como partes”, que no puede tenerse como saneada en la medida 
en que se refiere a los terceros que no han sido debidamente convocados 
y que por esa misma razón estarían en imposibilidad de alegarla o 
proponerla, y por la no “inclusión del contenido de la valla o del aviso 
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en el Registro Nacional de Procesos de Pertenencia”, respecto del bien 
objeto del proceso como ordena el artículo 375 num. 7 inciso final, porque 
“las personas emplazadas -en este caso indeterminadas- que crean tener 
derechos sobre el inmueble” no tuvieron oportunidad de conocer los datos 
del predio “para que concurran al proceso” y “en el término de un (1) mes” 
puedan “contestar la demanda” lo que a su vez daría lugar a la nulidad del 
numeral 5 del artículo 133 inicialmente referido, por truncar la posibilidad 
para pedir pruebas a su favor. En consecuencia, se impone declararla a 
partir de la inclusión en el Registro de Personas Emplazadas y de Procesos 
de Pertenencia y, en su lugar, ordenar que la información allí contenida sea 
pública, o la omitida se incorpore, o se haga la corrección que habilite su 
consulta en la forma regulada por los Acuerdos mencionados, Y que, una 
vez cumplido el término establecido en el inciso 6° del artículo 108, y el 
previsto en el inciso 6 del numeral 7 del artículo 375, proceda a designar 
nuevamente curador ad litem de los emplazados para que puedan contestar 
la demanda. 

 
Por lo expuesto, el Tribunal, RESUELVE: 
 

PRIMERO. DECLARAR la nulidad de lo actuado en el proceso 
a partir del Registro de Personas Emplazadas y de Procesos de 
Pertenencia y, en su lugar, el a quo dispondrá, respecto de las personas 
emplazadas y terceros que crean tener interés en el proceso, que la 
información allí contenida se haga pública, o consultable por cualquier 
ciudadano, para proceder luego en la forma indicada. 

 
SEGUNDO. La prueba practicada dentro de esta actuación 

conservará validez y “tendrá eficacia respecto de quienes tuvieron 
oportunidad de controvertirla”, tal como lo dispone el inciso segundo del 
artículo 138 del CGP. 

 
NOTIFÍQUESE. 
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Bogotá D.C., quince (15) de septiembre del año dos mil veintidós (2022) 

 

Ref. (SÚPLICA) PROCESO VERBAL DE DANIEL EMILIO 

MENDOZA LEAL CONTRA CORPORACIÓN CLUB EL NOGAL 

 

Magistrado Ponente. CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

 

Discutido y aprobado en Sala Ordinaria del 14 de septiembre de 2022. 

Acta N° 033. 

 

I.- ASUNTO 

 

Se resuelve el recurso de súplica que el extremo demandante 

interpuso contra el auto del 19 de mayo de 2022, proferido por el 

Magistrado Iván Darío Zuluaga Cardona, por medio del cual se negó la 

solicitud de pruebas.  

 

II.- ANTECEDENTES 

 

1.- En la providencia censurada, el Magistrado Ponente de este 

asunto denegó por inconducente e impertinente  la petición de pruebas 

impetrada por la corporación demandada en las que pretende tener 

como documentales las siguientes:  

 

“(…) a) Auto No. 300 del 05 de diciembre de 2017 proferido 

por la Directora Distrital de Inspección, Vigilancia y Control de 

Personas Jurídicas sin Ánimo de Lucro de la Alcaldía Mayor de 

Bogotá, en la que se archivó la queja impetrada por el demandante. 

 

b) Publicación de la columna titulada «La Elite Caníbal y la 

Lucha Existencial» en el portal de internet «La Nueva Prensa» el 28 

de noviembre por el demandante (…)”1. 

 

2.- Inconforme con la anterior decisión el apelante interpuso 

                                            
1 Página 4 del archivo denominado “05Memorial SolicitudPruebas” de la carpeta 
“01.Expediente” del expediente digital. 
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recurso de reposición y súplica, en la que solicitó se revoque la 

providencia antes referida sobre la conducencia del Auto No. 300 del 05 

de diciembre de 2017, ya que pretende desvirtuar la ilegalidad de la 

suspensión de 5 años al demandante por la presunta vulneración del 

debido proceso en el curso de la actuación disciplinaria surtida, ya que 

a juicio del quejoso esa decisión en virtud que se analizó si se había 

incurrido en algún tipo de vulneración al demandante durante el 

proceso disciplinario realizado. 

 

2.1.- En relación con la pertinencia, de la columna publicitada, se 

fundamenta en la “supuesta violación a su derecho a la libre expresión”, 

habida cuenta que el señor Daniel Emilio Mendoza alegó que la 

demandada intentó evitar que en lo sucesivo continuara realizando 

publicaciones en contra del Club El Nogal y sus socios, afectando su 

trabajo como periodista. 

 

3.- La parte demandante descorrió traslado de súplica solicita se 

mantenga la decisión, habida cuenta que las pruebas solicitadas no 

tienen relación directa o indirecta con los hechos que se pretenden 

acreditar. 

 

III.- CONSIDERACIONES 

 

1.- De manera liminar se advierte la procedencia del recurso de 

súplica interpuesto desde la esfera jurídico-procesal, ante el 

cumplimiento de las exigencias que para tal fin consagra el artículo 331 

del Código General del Proceso, porque la providencia censurada es 

aquella que resolvió sobre pruebas negadas en el trámite de apelación 

de sentencia. 

 

2.- Prontamente se anticipa que el auto suplicado debe ser 

confirmado, por las razones que a continuación se exponen:  

 

2.1.- Señala el artículo 327 de la Codificación Adjetiva Civil lo 

referente a los supuestos en que es procedente decretar pruebas 

durante el trámite de la apelación de sentencias, los que son “1.- Cuando 

las partes las pidan de común acuerdo; 2.- Cuando decretadas en la primera 

instancia, se dejaron de practicar sin culpa de la parte que las pidió; 3.- cuando 

versen sobre hechos ocurridos después de transcurrida la oportunidad para 

pedir pruebas en primera instancia, pero solamente para demostrarlos o 
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desvirtuarlos; 4.- cuando se trate de documentos que no pudieron aducirse en 

la primera instancia por fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de la parte 

contraria; y, 5.- si con ellas se persigue desvirtuar los documentos de que trate 

el ordinal anterior”. 

 

2.2.- La prueba judicial es el medio utilizado para llevar al juez, al 

conocimiento de los hechos que son objeto de la litis, para que sirva 

como instrumento para tomar una decisión fundada. De suerte, que 

para su valoración se requiere que se hayan incorporado en los términos 

previstos por la ley, y se refieran al asunto materia del proceso, el “el 

juez rechazará mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las 

notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente 

superfluas o inútiles. 

 

Lo anterior significa que para determinar si procede el decreto de 

las pruebas propuestas por las partes, el juez deberá analizar si estas 

cumplen con los requisitos de conducencia, pertinencia, utilidad y 

legalidad. La conducencia consiste en que el medio probatorio propuesto 

sea adecuado para demostrar el hecho. La pertinencia, por su parte, se 

fundamenta en que el hecho a demostrar tenga relación con el litigio. La 

utilidad, a su turno, radica en que el hecho que se pretende demostrar 

con la prueba no esté suficientemente acreditado con otra. 

 

2.3.- En el caso sub judice las pruebas negadas consistieron en: 

 

“a) Auto No. 300 del 05 de diciembre de 2017 proferido por 

la Directora Distrital de Inspección, Vigilancia y Control de 

Personas Jurídicas sin Ánimo de Lucro de la Alcaldía Mayor de 

Bogotá, en la que se archivó la queja impetrada por el demandante. 

 

b) Publicación de la columna titulada «La Elite Caníbal y la 

Lucha Existencial» en el portal de internet «La Nueva Prensa» el 28 

de noviembre por el demandante”. 

 

Por tanto es evidente que las pruebas solicitadas son 

inconducentes para demostrar los hechos objeto de la litis, ya que las 

documentales que se pretenden no guardan relación directa o indirecta 

entre el hecho que se pretende acreditar y el objeto del proceso tal y 

como lo ha expresado la Corte Suprema de Justicia ya que los medios 

de convicción deben «implicar, lisa y llanamente, una relación, directa o 
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indirecta, entre el hecho que se pretende acreditar con la prueba solicitada y 

aquel que es objeto de la disputa judicial, medio que debe ostentar, además, 

una determinada aptitud o utilidad con miras a convencer al funcionario del 

conocimiento con respecto al tema que hace parte de la probanza, esto es, del 

hecho y argumento evocado por el sujeto procesal» (CSJ AC 25 jun. 2013, 

rad. 2012-01110-01). 

 

2.4.- En consecuencia como lo señalo el Magistrado Ponente que 

las pruebas solicitadas no son conducentes ni impertinentes dado que 

en cuento a la primera, se materializaría la conducta en el ítem 

sancionatorio, respecto de la junta directiva del Club el Nogal, lo cual 

no está en discusión, en el caso concreto que nos convoca; mientras que 

respecto a la segunda, es decir en la publicación de la columna de 

opinión indicada emitida por el demandado el 28 de noviembre tampoco 

se tipifica, pues, no es una situación de injerencia directa en las resultas 

del juicio y específicamente, en la segunda instancia. 

 

Corolario de lo anotado, es que el auto suplicado se encuentra 

ajustado a derecho lo que impone su confirmación. 

 

IV.-DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto el Tribunal superior del Distrito Judicial 

de Bogotá D.C., en sala dual, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto censurado proferido el 19 de 

mayo de 2022 por el Magistrado Dr. Iván Darío Zuluaga Cardona por lo 

anotado en precedencia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría remítase el expediente al Magistrado 

Zuluaga Cardona, para que se continúe con el trámite que corresponda.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

(firma electrónica) 
CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 

 

 

(firma electrónica) 
MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 

Magistrado 



Firmado Por:

 

 

Carlos Augusto Zuluaga Ramirez

Magistrado

Sala 014 Despacho Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,

 

 

Manuel Alfonso Zamudio Mora

Magistrado

Sala 005 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ingresadas las diligencias al Despacho, de conformidad con lo 

normado en el inciso 2º del artículo 12 de la ley 2213 de 2022, se corre 

traslado por el término de cinco (5) días al apelante para que sustente 

los reparos que, de manera concreta formularon contra la sentencia 

del a quo, so pena de declararse desierto. 

 

Vencido el término antes mencionado, córrase traslado al 

extremo contrario de la sustentación por el término de cinco (5) días. 

 

Secretaría controle los mencionados términos, para que 

vencidos, se ingrese el expediente al Despacho, a fin de proferir la 

decisión que en derecho corresponda. 

 

Finalmente, el escrito presentado por el apelante se agregará a 

los autos y se tendrá en cuenta en la oportunidad procesal 

correspondiente. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 
 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
 

 

 

Firmado Por:

Carlos Augusto Zuluaga Ramirez

Magistrado

Sala 014 Despacho Civil
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Bogotá D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

    

11001 3103 032 2019 00079 01 

Ref. proceso de pertenencia de Juan de Dios Murcia Ortiz (y otros) frente a 

Mercedes Gaviria de Hollman (y otros) 

 

 El suscrito Magistrado declara BIEN DENEGADO el recurso de 

apelación que interpuso el apoderado de la parte demandante, abogado 

Franco Mauricio Burgos Erira, contra el auto que el 27 de abril de 2022 

profirió el Juzgado 32 Civil del Circuito de Bogotá, en la tramitación de la 

referencia. 

 

Con la providencia apelada, el juez a quo requirió al prenombrado 

profesional del derecho para que “en cinco (5) días, acredite haber notificado 

su determinación a cada uno sus poderdantes de forma directa (inciso 4.° 

artículo 76 del Código General del Proceso)”. 

 

Así las cosas, la determinación a que se hizo alusión no se acopla a 

ninguna de las hipótesis previstas en el artículo 321 del C. G. P., ni en 

ninguna otra disposición vigente. 

 

 No se olvide que, en materia de apelación de autos, el ordenamiento 

procesal civil colombiano acogió el principio de taxatividad, en atención al 

cual el grupo de providencias susceptibles de apelación constituye “un 

numerus clausus no susceptible de extenderse, ni aún so pretexto de 

analogía, por el juez a casos no contemplados en la Ley” (C. S. de J., auto 

del 4 de junio de 1998), doctrina que observa actualmente el C.G.P., en su 

artículo 321. 

 

 Sin costas en esta actuación, por no aparecer causadas. Remítase la 

actuación a la oficina de origen.  

 

Notifíquese     

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
Magistrado 
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110013103 036 2017 00638 01 

Ref. proceso verbal de pertenencia de Plinio José López Camargo frente a Tulia 

Vergara de Prieto (y otros) 

 

 

Atendiendo a lo dispuesto por la Sala Dual integrada por los 

Magistrados Juan Pablo Suárez Orozco y Germán Valenzuela Valbuena en 

auto de 7 de septiembre de 2022, se dispone: 

 

Admitir el recurso de apelación que interpuso la parte demandante 

contra la sentencia que, el 14 de junio de 2022 profirió el Juzgado 36 Civil 

del Circuito de Bogotá, en el proceso de la referencia. 

 

En su momento, la secretaría controlará el surtimiento de los 

traslados de que trata el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022. 

 

Las partes tendrán en cuenta que los memoriales con destino a este 

proceso serán remitidos al correo electrónico 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

Cumplido lo anterior, el expediente reingresará al despacho del 

suscrito Magistrado, para lo que haya lugar.  

 

 Notifíquese 

                   

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
Magistrado 
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Oscar Fernando Yaya Peña
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(2022).  
 
 
 
 
Ref: VERBAL de GENTIL SILVA Y OTROS. contra 

CAFESALUD EPS S.A.S. Exp. 038-2018-00299-02. 

 
Revisada la solicitud elevada por la apoderada especial de 

ATEB SOLUCIONES EMPRESARIALES S.A. quien actúa en representación de 
Cafesalud E.P.S. S.A. Liquidada, en virtud de la cual pide la desvinculación de la última 
al proceso, “como consecuencia del desequilibrio financiero (…) y la terminación de 
la existencia legal (…) declarada mediante la Resolución 331 de 2022 (…)”, se dispone, 
negar la petición habida cuenta que la liquidación y el finiquito de la existencia legal 
de una compañía no supone su exclusión del proceso, conclusión a la que se arriba con 
fundamento en los artículos 225 y ss. del Código de Comercio, además, es de memorar 
que nada impide que pueda ordenarse nuevamente la reapertura del proceso 
liquidatorio.  

 
En efecto,  la Corte Suprema de Justicia en pronunciamiento 

del año 2013, puntualizó que:   
 
“Frente a ese preciso asunto esta Sala tiene establecido que 

“aunque la configuración de la causal que determina la disolución del ente social 
representa el fin del negocio o actividad económica que constituye su objeto, pues a 
partir de ese momento le está vedado emprender toda operación tendiente a 
desarrollarlo, por esa circunstancia no se agota su existencia, como lo declara el 
artículo 222 del estatuto mercantil, disuelta la sociedad debe procederse de inmediato 
a su liquidación y ‘conservará su capacidad únicamente para los actos necesarios a su 
inmediata liquidación’. Es decir, aunque con una capacidad jurídica restringida, la 
sociedad conserva ese atributo para los fines de la liquidación, y si lo mantiene es 
porque su existencia se prolonga más allá de la disolución y hasta que se verifique la 
liquidación, es decir hasta que se finiquiten los negocios y operaciones que estaban en 
curso al disolverse, se produzca la realización de sus activos, la solución de los créditos 
a su cargo, el reparto del sobrante entre los socios y la inscripción en el registro 
mercantil de la cuenta final de liquidación, momento que, según la tesis 
tradicionalmente aceptada, determina la finalización de su existencia, tanto frente a los 
socios como respecto de terceros, salvo aquellos casos donde, ante la ocurrencia de 
hechos relevantes respecto de sociedades extinguidas, y para proteger los intereses de 
los asociados o de terceros, la jurisprudencia y la doctrina contemporánea han 
admitido la prolongación de la personalidad societaria con posterioridad a la 
respectiva anotación”1 .(La negrilla no es original).  

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia de 7 de noviembre de 2007. Exp.: 2005-0872. 



 
“Es más, de acuerdo con la jurisprudencia antes citada, aún 

después de haberse publicado en el registro mercantil el último acto del proceso 
liquidatorio, es posible que se prolongue la existencia de la personalidad societaria 
para resguardar los derechos de los asociados o de terceros”2.  

 
Bajo esos derroteros, es posible afirmar que puede 

prologarse la existencia de las sociedades, aun cuando estén liquidadas y registrada 
su cuenta final, puesto que sólo puede hablarse de extinción cuando realmente todos 
sus asuntos han terminado.  

 
Finalmente, se advierte que en el numeral 7° de la cláusula 

tercera del contrato de mandato con representación No. 015 de 2022 suscrito entre 
Cafesalud EPS en Liquidación y ATEB Soluciones Empresariales S.A.S., se indicó que 
el mandatario se obliga a llevar a cabo las siguientes obligaciones especiales: 
“Atender de manera directa o a través de apoderados la defensa judicial y las 
actuaciones constitucionales o administrativas de CAFESALUD EPS S.A. y 
CAFESALUD EPS S.A EN LIQUIDACIÓN, en aquellos PROCESOS JUDICIALES o 
ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS, o de otro tipo en los cuales sea parte, tercero, 
interviniente o litisconsorte CAFESALUD EPS S. A. EN LIQUIDACIÓN, existentes al 
cierre del proceso liquidatorio, así como en aquellos que deban iniciarse por activa 
para la defensa, recuperación, recaudo, transferencia, legalización o entrega de los 
ACTIVOS entregados en administración”. 

 

NOTIFÍQUESE.  
  

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

} 

 
2 Sentencia de fecha 5 de agosto de 2013, Rad.: 66682-31-03-001-2004-00103-01, M.P. Dr. Ariel Salazar 
Ramírez. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D. C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: RICARDO ACOSTA BUITRAGO 

 

 

ASUNTO. 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en 

contra la providencia de 22 de junio de 2022, proferida por el Juzgado 38 

Civil del Circuito de esta ciudad, mediante el cual dio por terminado el 

proceso por desistimiento tácito. 

 

LOS RECURSOS. 

 

El abogado censor mediante recurso de reposición, y en subsidio el de 

apelación, alegó que: (i) el proceso se encontraba en el Tribunal para 

resolver la alzada que instauró frente al auto de 5 de agosto de 2021, 

relacionado con inscripción de la demanda, motivo por el cual permanecía 

“a la espera de la decisión… para tener certeza de la medida cautelar y 

luego notificar a la parte demandada”, (ii) el Superior el 6 de mayo de 2022 

confirmó e indicó “No obstante, como la inscripción inicial de la medida 

se mantuvo, resulta del todo pertinente hacer una aclaración a la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá -Zona Sur, con el fin de 

indicarle que la orden que dio lugar a la anotación No. 11 fue ratificada 

en providencia posterior del  5  de  agosto  de  2021,  en  virtud  a  la  

convalidación  que  dispuso  el  juez.  En ese sentido debe proceder la 

PROCESO : Divisorio 

DEMANDANTE : Octavio Torres García 

DEMANDADO : Teresa de Jesús Rodríguez 

RECURSO : Apelación auto 
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secretaria del juzgado”, (iii) no era procedente el requerimiento previsto 

en el num. 1º del art. 317 del C.G.P. por encontrase pendiente la 

ratificación o validación de la cautela, vulnerando de esta manera el 

derecho al acceso a la justicia de su poderdante, y (iv) si bien se ordenó 

la notificación a la demandada Teresa de Jesús Rodríguez, en el 

expediente obran memoriales por ella suscritos con los cuales podría 

darse aplicación a lo normado en el art. 301 ibidem1. 

 

El 11 de agosto de 2022 el a quo mantuvo la decisión y concedió el recurso 

en el efecto suspensivo2. 

 

El expediente se radicó en el Tribunal el 24 de agosto de 2022. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para que opere la sanción de terminación por desistimiento tácito, en el 

caso del numeral 1º del art. 317 del C.G.P., se requiere el cumplimiento de 

una carga procesal o de un acto de parte para continuar con el trámite de 

la demanda, el cual, según la orden judicial, se deberá agotar en el término 

de 30 días, so pena de finalizar la actuación, es decir, no se trata de 

cualquier imposición en los términos de la precitada norma en tanto, debe 

ser una indispensable para proseguir la actuación, sin que el juez en 

ejercicio de sus poderes ordinarios, pueda garantizar la prosecución del 

trámite3. 

 

El funcionario, en la decisión que dio por terminado el proceso, dijo que el 

25 de febrero del presente año se ordenó a la parte actora notificar, en el 

término de 30 días, a la demandada Teresa de Jesús Rodríguez, pero no 

se acreditó el cumplimiento de la carga impuesta, tan solo procedió al pago 

de los derechos de registro4.  

 

 
1 Cfr. Carpeta “CuadernoPrincipal”, Archivo “55RecursoReposicionApelacion” 
2 Ib. Archivo “58AutoNoReponeConcedeApelacion” 
3 Sentencia C-553 de 2016 
444 Ib. Archivo “54AutoDecretaDesistimientoTacito” 
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Revisado el expediente se advierte que el libelo se admitió inicialmente el 

21 mayo de 20195, y se decretó la inscripción de la demanda sobre el 

inmueble objeto de división, decisión que se comunicó al registrador el 28 

del mismo mes y año, quien tomó nota de ello; sin embargo, el juzgado, el 

31 de agosto de 20206, a través de una medida de saneamiento dejó sin 

valor ni efecto el admisorio e inadmitió la demanda, lo que generó su 

posterior rechazo el 9 de noviembre de 20207. 

 

Esta Corporación, el 29 de abril de 20218, revocó el auto mencionado y, en 

cumplimiento a lo resuelto, el a quo profirió auto admisorio el 5 de agosto 

del mismo año y ordenó la inscripción de la demanda9. 

 

La parte demandante cuestionó la cautela por considerar que se hacía 

innecesario su decreto al encontrase ya registrada. Razón por la cual este 

despacho el 6 de mayo de 2022 confirmó la decisión y dispuso que era 

pertinente aclarar a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Bogotá – Zona Sur, la orden que dio lugar a la anotación. 

  

No obstante, en la misma fecha en que se concedió el anterior recurso, esto 

es el 25 de febrero de 2022, se requirió a la parte actora bajo los postulados 

del num. 1º del art. 317 del C.G.P. con el fin de notificar a demandada10, sin 

que la parte interesada hubiere realizado actuación alguna en tal sentido. 

 

Obsérvese, según el anterior recuento procesal, que no le asiste razón al 

opugnante, pues el hecho de haber recurrido la decisión que ordenó la 

inscripción de la demanda no era óbice para dar aplicación a lo normado 

en el art. 317 ibidem. Téngase en cuenta que el legislador tan solo limitó 

dicha posibilidad “cuando estén pendientes actuaciones encaminadas a 

consumar las medidas previas”, en el sub lite la cautela ya se había 

 
5 Ib. Archivo “04AdmiteActosNotificacionAutoConcedeAmparoPobreza”. 
6 Ib. Archivo “17AutoDejaSinValorEfectoInadmiteDemanda” 
7 Ib. Archivo “20AutoRechazaDemanda” 
8 Cfr. Carpeta “CuadernoTribunalReposiciónAuto”, Archivo “02AutoRevoca” 
9 Cfr. Carpeta “CuadernoPrincipal”, Archivo “32.AutoAdmiteDivisorio” 
10 Cfr. Carpeta “CadernoPrinicipal”, Archivo “43AutoRequierePor317” 
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registrado, como se evidencia en el certificado de tradición aportado11,  y 

conservaba su validez pese a haberse decretado la nulidad de lo actuado -

inc. 2º art. 138 ibidem.    

 

Así mismo, tampoco puede aceptarse el argumento referente a tener por 

notificada a la demanda por conducta concluyente, porque en otro auto 

preferido el 25 de febrero de 2022, se dijo que el escrito de contestación 

presentado por la abogada de la señora Rodríguez, designada en amparo 

de pobreza, no es susceptible de trámite en atención a la nulidad 

decretada12, decisión que no cuestionó el censor, como tampoco lo fue el 

requerimiento con fundamento en el inc. 1 del art. 317 ibidem, por esa 

situación, conducta procesal que implica asentimiento con la orden que 

ahora busca cuestionar. 

 

En consecuencia, ante el evidente incumplimiento de la carga procesal13 

impuesta al ejecutante no queda otro camino que confirmar la providencia 

censurada. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá-Sala Civil, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia de de 22 de junio de 2022, 

proferida por el Juzgado 38 Civil del Circuito de esta ciudad. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia. 

 
11 Ib. Archivo “24AllegaCertificadoTradicionLibertad” 
12 Ib. Archivo “40AutoNoTieneEnCuentaContestacion” 
13 Las cargas procesales son: “aquellas situaciones instituidas por la ley que comportan o 
demandan una conducta de realización facultativa, normalmente establecida en interés propio 
del sujeto y cuya omisión trae aparejadas consecuencias desfavorables, como la preclusión 
de una oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho pretendido”  
STC-4339-2018 
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TERCERO: Oportunamente, devuélvanse las diligencias al Juzgado de 

origen. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

 

 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil 

veintidós (2022).  

 

 

 

Ref: VERBAL de LEOPOLDO GORDILLO ARGUELLO 

contra INVERSIONES BERMUDEZ VILLEGAS S. EN C. y OTRA. Exp. 041-2017-

00549-01. 

Atendiendo al contenido del artículo 12 de Ley 2213 de 

2022, se dispone, se dispone:  

  

1.- ADMITIR en el efecto SUSPENSIVO el recurso de 

apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia anticipada  dictada 

el 9 de agosto de 2022 en el Juzgado Cuarenta y Uno Civil del Circuito de 

Bogotá.  
 

2.- Conforme lo establecido en el inciso 3º de la citada 

norma, a cuyo tenor: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega 

la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes”, vencido aquél, la contraparte deberá 

descorrer, si así lo considera, el traslado; términos que comenzaran a 

contabilizarse desde la ejecutoria de esta determinación.  

  

3.-Por Secretaría comuníquese a los apoderados de los 

intervinientes las determinaciones que se adopten en el marco de la norma 

reseñada vía correo electrónico1, empero en caso de no llegar a obrar la misma 

en el expediente, pese a ser una obligación de los togados, remítanse las 

comunicaciones correspondientes a la dirección física que hayan informado en 

el expediente o en el Registro Nacional de Abogados.   

  

A su turno, las partes contendientes deberán dirigir sus 

escritos o memoriales con destino a este asunto al correo electrónico del 

Secretario Judicial de esta Corporación 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co con copia del mismo a la 

escribiente encargada de los procesos del suscrito Magistrado 

mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co    

  

4.- Concurrente con lo antes señalado, los profesionales 

del derecho deberán dar estricto cumplimiento al numeral 14 del artículo 78 del 



Código General del Proceso, so pena de imposición de multa, en los términos 

allí previstos.  

  

5.- Cumplido lo anterior, ingresen las diligencias al 

despacho.  

  

NOTIFÍQUESE.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

Rad. 110013103042201600665 01 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre del año dos mil veintidós (2022) 

 

Resuelve el Tribunal la solicitud de aclaración y/o 

complementación contra la decisión adoptada el 29 de agosto de 2022 

por esta Corporación, en la cual se dispuso revocar el auto del 19 de 

octubre de 2021.  

 

II.- ANTECEDENTES 

 

La parte demandante solicita se aclare y complemente la 

providencia mencionada, a fin que se disponga mantener la decisión de 

terminación del proceso por desistimiento tácito. 

 

III.- CONSIDERACIONES 

 

Dispone el artículo 285 del Código General del Proceso lo 

siguiente:  

 

“La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la 

pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud 

de parte, cuando contenga conceptos o frases que ofrezcan 

verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la 

parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella. 

 

En las mismas circunstancias procederá la aclaración de 

auto. La aclaración procederá de oficio o a petición de parte 

formulada dentro del término de ejecutoria de la providencia.  

 

La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite 

recursos, pero dentro de su ejecutoria podrán interponerse los que 

procedan contra la providencia objeto de aclaración.”. (Subrayado 

por la Sala).  

De acuerdo con el contenido de la norma citada, en el caso 



Rad. 110013103042201600665 01  

que ocupa la atención del despacho, de la simple lectura de la 

providencia del adiada el 29 de agosto de 2022, cuya aclaración se 

pide, se observa su improcedencia, toda vez que no se atisba 

conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, que 

estén en la parte resolutiva de la decisión o influyan en ella, por 

cuanto lo realmente pretendido no es corregir un error, sino que 

se confirme por completo la decisión objeto de alzada.  

 

Lo anterior, por cuanto no puede olvidarse que la facultad de 

aclaración de la decisión en modo alguno permite que se 

modifiquen los aspectos fácticos o jurídicos de la decisión que 

impliquen un cambio del contenido jurídico sustancial de la 

misma, y como quiera que lo pretendido por el memorialista es 

reabrir el debate ya estudiado para que se proceda a confirmar el 

auto que dispuso la terminación del litigio por desistimiento tácito, 

tal pedimento resulta ajeno a la naturaleza de la adición de 

providencias, lo que torna el mismo improcedente.  

 

Deviene de lo anotado, que al no darse alguno de los 

supuestos previstos en el artículo 285 del Estatuto de los Ritos 

Civiles, no es de recibo la solicitud formulada, motivo por el cual 

no se accederá a ella.  

  

Notifíquese y Cúmplase, 

 

 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
 

 

Firmado Por:

Carlos Augusto Zuluaga Ramirez

Magistrado

Sala 014 Despacho Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Documento generado en 15/09/2022 03:52:12 PM

 



Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
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Magistrada Ponente: AÍDA VICTORIA LOZANO RICO 

 
 

Ref. Proceso verbal de JAVIER HERNANDO BROCHERO VARGAS contra LUIS FELIPE SERRANO 
HURTADO y otros. (Apelación sentencia). Rad. 11001-3103-042-2018-00507-01. 

 

 

Bogotá, D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022).  

 

El inciso tercero del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020, vigente 

para la fecha en que se interpusieron las alzadas en el asunto de la 

referencia, establecía que “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que 

niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más 

tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá 

traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término 

de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 

se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (...)”. Regla que 

reiteró el inciso tercero del canon 12 de la Ley 2213 de 2022.  

 

Pues bien, en el presente asunto mediante proveído del 24 de agosto del año 

en curso, se admitieron los recursos verticales y se otorgó la oportunidad a 

los extremos apelantes para que los sustentaran ante esta instancia y, a su 

vez, para que, en ese caso, se presentaran las réplicas respectivas1, decisión 

notificada por estado del día siguiente2.  

 

No obstante, según el informe secretarial del día de hoy, dentro del plazo 

previsto, los demandados Luis Felipe Serrano Hurtado y Seguros del Estado 

S.A. guardaron silencio3, por lo que al tenor del canon en cita se declarará 

desierto el remedio vertical, por ellos interpuesto.  

 

                                                 
1 Archivo “11 Auto Admite Apelación 042-2018-00507-01” del “Cuaderno Tribunal”.  
2 Archivo “12 Estado Electrónico 25 agosto 2022”, ibídem.  
3 Archivo “16 Informe Entrada 20220915”, ejúsdem.  
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Ref. Proceso verbal de JAVIER HERNANDO BROCHERO VARGAS contra LUIS FELIPE SERRANO HURTADO y 

otros. (Apelación sentencia). Rad. 11001-3103-042-2018-00507-01. 

En consecuencia, se RESUELVE 

 

Primero. DECLARAR desiertos los recursos de apelación interpuestos por 

los demandados Luis Felipe Serrano Hurtado y Seguros del Estado S.A. 

contra la sentencia proferida el 13 de octubre de 2021, por el Juzgado 

Cuarenta y Dos Civil del Circuito de Bogotá.  

 

Segundo. En firme este pronunciamiento, ingresen las diligencias al 

Despacho de la suscrita Magistrada.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Aida Victoria Lozano Rico

Magistrada

Sala 016 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f05365c7c456220712169499932cf191030fa2144d7cbf3d8fc9f0989f0057e0

Documento generado en 15/09/2022 12:18:32 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

 

11001 3103 044 2019 00229 01 

 

Ref. proceso verbal de pertenencia (con reivindicatorio en reconvención) de 

María Nelcy Bermúdez Hidalgo frente a Juan Humberto Vivas Rodríguez (y 

otros) 

 

Se admiten los recursos de apelación que interpusieron la 

demandante principal María Nelcy Bermúdez Hidalgo y los demandantes en 

reconvención Juan Humberto Vivas Rodríguez, José Antonio Vivas 

Rodríguez, Camilo Andrés Vivas Piñeros, Nataly Vivas Piñeros y Sonia 

Liliana Vivas Piñeros, contra la sentencia que, el 18 de julio de 2022 profirió 

el Juzgado 44 Civil del Circuito de Bogotá, en el proceso de la referencia. 

 

En su momento, la secretaría controlará el surtimiento de los 

traslados de que trata el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022. 

 

Las partes tendrán en cuenta que los memoriales con destino a este 

proceso serán remitidos al correo electrónico 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

Cumplido lo anterior, el expediente reingresará al despacho del 

suscrito Magistrado, para lo que haya lugar.  

 

 Notifíquese 

                   

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 
 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Declarativo  
Demandante: Inversiones Cema y Compañía SAS 
Demandados: Universidad Cooperativa de Colombia 
Exp. 044-2019-00799-01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., quince de septiembre de dos mil veintidós 

 

En virtud de lo previsto en el inciso quinto del artículo 121 del Código General 

del Proceso, teniendo en cuenta el trámite surtido en esta causa, la complejidad 

del asunto, el copioso material a revisarse y la carga laboral del despacho, se 

prorroga el término para resolver el recurso de apelación contra la sentencia 

hasta por seis meses más a partir de su vencimiento inicial (5 de octubre de 

2022). 

 

Notifíquese, 

 

 

 

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 

Magistrado 

Firmado Por:

Luis Roberto Suarez Gonzalez

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ref.: Proceso verbal de Caja de Compensación Familiar de Risaralda contra 

Seguros del Estado S.A. 

 

En orden a resolver el recurso de apelación que la parte demandante interpuso 

contra el auto de 10 de febrero de 2022, proferido por el Juzgado 50 Civil del Circuito 

de la ciudad para rechazar la demanda por no haberse subsanado, bastan las 

siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Como la apelación del auto que rechaza la demanda comprende la del que 

negó su admisión, es necesario reconocer que la jueza se equivocó al requerir a la 

demandante para que “adecuara las medidas cautelares a las disposiciones del 

artículo 590 del CGP” o, en su defecto, probara la conciliación extrajudicial en 

derecho1, puesto que, de una parte, desbordó los lineamientos del artículo 90, inciso 

3º, de esa codificación, relativo a causales de inadmisibilidad, de suyo taxativas, y 

de la otra, pasó por alto que “en todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando 

se solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir directamente al juez, 

sin necesidad de agotar” el requisito de procedibilidad (CGP, art, 590, par. 1; se 

subraya). Bastaba, entonces, la petición cautelar para que la interesada pudiera 

acceder a la administración de justicia.  

 

Y si ello es así, como aquí se pidió el embargo y retención de dineros, así como el 

secuestro de bienes muebles de la demandada2, esa sola circunstancia, más allá 

de su viabilidad, autorizaba a Comfamiliar Risaralda para acudir directamente ante 

los jueces, sin necesidad de agotar el aludido requisito. Al fin y al cabo, lo ha 

precisado reiteradamente este despacho, sólo la admisión autoriza al juez para 

                                                 
1  C01Principal, 05AutoInadmite.  
2  C01Principal, 01DemandaAnexos, p. 30 a 51.  
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examinar la procedencia de la medida suplicada; hacerlo por vía de inadmisión, 

como aquí se hizo, envuelve una contradicción, habida cuenta que si el juzgador, 

en auto que no tiene recurso, no ha asumido el conocimiento, mal puede definir la 

suerte de la cautela.  

 

Por lo demás, si es al juez al que le corresponde definir en derecho, con 

independencia de las normas citadas por el interesado, no es posible frustrar la 

admisión de una demanda so pretexto de los fundamentos jurídicos que invoque el 

demandante, menos aún si se repara en que, tratándose de medidas cautelares 

discrecionales, el juez, “si lo estimare procedente, podrá decretar una menos 

gravosa o diferente a la solicitada” (CGP, art. 590, lit. c, inc. 3).   

 

2. Así las cosas, se revocará el auto apelado para que la jueza admita la 

demanda. No lo hace el Tribunal, por respeto al ejercicio del derecho de defensa 

que tiene la parte demandada a través de la impugnación del respectivo auto. No 

se impondrá condena en costas, por la prosperidad del recurso.  

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, REVOCA los 

autos de 17 de enero y 10 de febrero de 2022, proferidos por el Juzgado 50 Civil del 

Circuito de la ciudad dentro del proceso de la referencia. La jueza proceda a admitir la 

demanda.  

NOTIFÍQUESE 

Firmado Por:

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós 

 

Magistrado Ponente: Germán Valenzuela Valbuena 

 

Radicado:    11001220300020220025700. 

Proceso:       Promoambiental Distrito SAS ESP vs. Proceraseo S.A.S. y otros 

Aprobación: Sala virtual.  Avisos No. 33 y 34 

Asunto:        Solicitudes de aclaración y adición. 
 

 

Frente a la sentencia emitida el 31 de agosto de 2022, en tiempo se 

presentaron las siguientes solicitudes: 

 

1. Procesador de Información del Servicio de Aseo S.A.S. pidió adición y 

en subsidio aclaración. En apoyo, señaló que debe proferirse providencia 

complementaria en punto a las restituciones a que haya lugar conforme el 

artículo 43 del Estatuto Arbitral, pues aunque en la parte resolutiva se 

sindicó “sin costas ni restituciones”, ello hace referencia a temas de 

honorarios y no a lo derivado del cumplimiento sobre lo cual se “guarda 

silencio” ya que en la parte resolutiva “se olvidó decidir sobre las 

restituciones derivadas del cumplimiento parcial o total del Laudo…” . Así, 

requirió pronunciamiento sobre los dineros entregados a la sociedad 

convocante, y de no accederse, que se aclare la expresión “sin 

restituciones”.   

 

2. Ciudad Limpia Bogotá S.A. E.S.P. solicitó adición y aclaración, puesto 

que, estima, la expresión “sin costas ni restituciones” genera dudas al no 

haberse concretado que ella atañe solo a los honorarios de los árbitros, que 

el artículo 43 de la Ley 1563/12 establece que deben ordenarse las 

restituciones respectivas, que en virtud de lo ordenado en el laudo se 

efectuaron pagos de algunas sumas de dinero, según certificaciones que 

anexa, y que no ordenar tales restituciones conllevaría beneficiar a la parte 

demandante cuando el laudo no tiene efectos jurídicos. 
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3. Limpieza Metropolitana S.A. E.S.P. requirió que se aclare el fallo, con 

fundamento en que no es claro si en el numeral 3° de la parte resolutiva se 

resolvió solamente lo relativo al pago de honorarios, o si también hace 

referencia a otras restituciones, y en que negar las restituciones derivadas 

de pagos con ocasión del cumplimiento del laudo no sería correcto y 

llevaría a un enriquecimiento sin justa causa. 

 

4. Área Limpia Distrito Capital S.A.S. E.S.P. pidió que se complemente la 

sentencia. Expresó que el artículo 43 de la ley 1563/12 señala las 

consecuencias de la anulación de un laudo, y que, no obstante haberse 

anulado, dispuesto la remisión a los Juzgados competentes y determinado 

la improcedencia de condena en cosas, no se hizo pronunciamiento 

respecto de lo señalado en el inciso 4° de dicho canon. Y que el art. 48 

ibídem prevé la pérdida y devolución de honorarios, pero que se omitió 

proveer sobre la restitución de lo cumplido del laudo. Por tanto, dijo, hay 

lugar a que se disponga la restitución debida por parte de Promoambiental.  

 

CONSIDERACIONES 

 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 285 del Cgp, si bien la 

sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la pronunció, esa 

misma norma dispone que puede ser aclarada, incluso de oficio, “cuando 

contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda”. Y el 

art. 287 ib. ordena dictar sentencia complementaria, cuando se omita 

resolver “sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía 

ser objeto de pronunciamiento”. 

 

En el presente caso se hace necesario aclarar y adicionar el fallo mediante 

el cual se resolvieron los recursos de anulación. La aclaración debido a que, 

en efecto, al considerarse en la sentencia que “no hay lugar a ordenar 

restituciones ni imponer costas” (pág. 89), con alusión genérica a los arts. 
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28 y 43 de la Ley 1563, y así haber quedado plasmado en el numeral 3° de 

la parte resolutiva, faltó precisar que lo que no se dispone es el reembolso o 

restitución de honorarios, que es a lo que se refiere la primera de las 

normas citadas, quedando latente el equívoco que motivó las peticiones de 

aclaración. 

 

Y se debe adicionar la sentencia para proveer sobre las restituciones de lo 

que se haya pagado en cumplimiento del laudo anulado, aspecto que debe 

ser materia de pronunciamiento de conformidad con lo preceptuado por el 

inciso 4° del art. 43 de la Ley 1563 de 2012, a cuyo tenor: “la sentencia que 

anule el laudo total o parcialmente cumplido, ordenará las restituciones a 

que hubiere lugar”. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, D.C., en Sala de Decisión Civil, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,   

 

RESUELVE: 

 

Primero: Se aclara el numeral 3° de la sentencia de 31 de agosto de 

2022, en la forma indicada en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Segundo: Se complementa la sentencia de 31 de agosto de 2022, en el 

sentido de ordenar las restituciones de lo que se haya pagado en 

cumplimiento del laudo anulado. 

 

NOTIFÍQUESE 

Los Magistrados, 
GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 

 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA           JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 
11001 22 03 000 2022 00257 00 
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Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ingresadas las diligencias al Despacho, de conformidad con lo 

normado en el inciso 2º del artículo 12 de la ley 2213 de 2022, se corre 

traslado por el término de cinco (5) días al apelante para que sustente 

los reparos que, de manera concreta formularon contra la sentencia 

del a quo, so pena de declararse desierto. 

 

Vencido el término antes mencionado, córrase traslado al 

extremo contrario de la sustentación por el término de cinco (5) días. 

 

Secretaría controle los mencionados términos, para que 

vencidos, se ingrese el expediente al Despacho, a fin de proferir la 

decisión que en derecho corresponda. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 
 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
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Bogotá D.C., quince de septiembre de dos mil dieciocho 

 

En el efecto suspensivo, se admite el recurso de apelación formulado por la 

parte demandante contra la sentencia de primera instancia. Por secretaría, 

contabilícense los términos pertinentes.  

 

Notifíquese, 

 

 

 

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 

Magistrado 

Firmado Por:

Luis Roberto Suarez Gonzalez
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Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 7543edf4dd71ce9ede5dc0de1186dde60fcfd3cbe7ea8b6117582a02c9ff6ac4

Documento generado en 15/09/2022 02:29:45 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



R.I. 16190 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

 DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

Rad. 110013199001202051276 01 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ingresadas las diligencias al Despacho, de conformidad con lo 

normado en el inciso 2º del artículo 12 de la ley 2213 de 2022, se corre 

traslado por el término de cinco (5) días al apelante para que sustente 

los reparos que, de manera concreta formularon contra la sentencia 

del a quo, so pena de declararse desierto. 

 

Vencido el término antes mencionado, córrase traslado al 

extremo contrario de la sustentación por el término de cinco (5) días. 

 

Secretaría controle los mencionados términos, para que 

vencidos, se ingrese el expediente al Despacho, a fin de proferir la 

decisión que en derecho corresponda. 

 

Finalmente, el escrito presentado por el apelante se agregará a 

los autos y se tendrá en cuenta en la oportunidad procesal 

correspondiente. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 
 

CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
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Carlos Augusto Zuluaga Ramirez
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

MAGISTRADO PONENTE: JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO  

RADICACIÓN                : 110013103199001202055387-01 

PROCESO                     : VERBAL 

DEMANDANTE     : ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE  

                                     PETRÓLEOS 

DEMANDADO             : TANQUEA S.A.S. Y OTRA 

ASUNTO    : APELACIÓN AUTO 

 

Resuelve el Tribunal los recursos de apelación interpuestos 

por la parte demandada contra los autos Nos. 96843 y 106436 adiados 8 

y 29 de octubre de 2020, respectivamente, proferidos por la Delegatura 

para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y 

Comercio.  

 

ANTECEDENTES 

 

1. Mediante los proveídos en cuestión, el a quo fijó caución a 

efectos de decretar las cautelas previas solicitadas por el accionante y 

dispuso su decreto.   

 

2.  Inconforme con esas decisiones, la sociedad Tanquea 

S.A.S. interpuso recurso de reposición, y, en subsidio, apelación. 

 

Como sustento de su impugnación, expuso, en síntesis, que 

la “aplicación móvil ‘TANQUEA’ ofrece el servicio de domicilio de soluciones 

energéticas, para personas naturales o jurídicas que una vez descargan el 

aplicativo y aceptan los términos y condiciones, adquieren la calidad de afiliados, 

esto es, bajo un acuerdo privado requieren de TANQUEA, el domicilio de 

combustibles adquiridos en estaciones de servicio (EDS) autorizadas por el 
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Ministerio de Minas y Energía, para que bajo estrictas medidas de seguridad y a 

través de personal capacitado, TANQUEA preste el servicio de domicilio y 

entregue el combustible solicitado, de manera ágil y segura (…). De allí que no 

hay margen de reventa, ni menos aún distribución o suministro, lo que hay es 

un domicilio o encargo privado mediante mandato, pues al final de cuentas 

TANQUEA no vende el combustible, sino que le reembolsan los gastos de su 

encargo, que es el valor emitido por la estación del servicio, finalmente y una 

vez se confirma el servicio, al usuario le llega un correo electrónico donde se 

evidencia el servicio solicitado, destacándose el costo del combustible por galón 

y el costo del servicio de domicilio, esto es, TANQUEA gana un valor es por el 

domicilio. 

 

Resumen: TANQUEA presta un servicio de domicilio o delivery, esto 

es, cumple una función de entrega de bienes o servicios en el lugar acordado 

por el usuario mediante un acuerdo privado, lo que está legalmente permitido 

(…). TANQUEA no hace parte de la cadena de suministro de combustibles como 

expresamente lo reconoce el Ministerio de Minas y Energía, donde además indicó 

que carece de facultades para iniciar investigaciones. De esta forma, si el 

Ministerio no tiene facultad de inspección y vigilancia y control sobre TANQUEA, 

menos aún puede tenerse como ilegal su actividad, teniendo en cuenta que a la 

fecha la única entidad que se ha pronunciado al respecto, Policía Nacional-Dijin, 

indicó que la actividad desplegada por TANQUEA no constituye una infracción a 

la Ley 1028 de 2006 (…). Que según lo dispuesto en la normatividad vigente, el 

domicilio de combustible cuyo consumidor final son los propietarios de 

vehículos, sean personas naturales o jurídicas, no corresponde a una actividad 

que haya sido considerada dentro del Decreto 1073 de 2015, no obstante la 

misma tampoco ha sido expresamente prohibida (cosa distinta que el 

apoderado de la ACP así lo considere), por lo que en virtud del principio de 

legalidad y de reiterados fallo de la Corte Constitucional, para los particulares 

como lo es TANQUEA, lo que no está prohibido, está legalmente permitido, 

materializándose una actividad alegal o no regulada, pero en ningún caso ilegal 

(…)”. 

 

Finalmente, indicó que “en el presente caso no existe la 

vulneración de un derecho que permitiera hacer una efectiva valoración de 

necesidad y pertinencia de la medida cautelar impuesta, dado que si existe una 

diferencia interpretativa del marco legal, no resulta acertado indicar que se está 

protegiendo un derecho, o que es necesario precaver un daño o perjuicio 

irreparable. 
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Lo anterior, desvirtúa la apariencia del buen derecho contenida en 

la norma mencionada en la medida que no existe un fundamento legal, ni fáctico 

para emitir la medida cautelar, pero sobre todo resulta innecesaria y 

desproporcionada a los fines perseguidos, cuando TANQUEA ha actuado de 

buena fe”.   

 

4. En interlocutorio No. 14819 de 9 de febrero de 2022, el 

fallador de primer grado mantuvo las decisiones cuestionadas, tras 

considerar que de “las pruebas allegadas permiten concluir, de manera 

preliminar, que la demandada no desarrolla simplemente una actividad 

comercial de servicio a domicilio, lo que deja sin sustento las afirmaciones 

hechas en la parte del recurso. Realmente, su participación dentro del mercado 

consiste en la prestación del servicio de distribución de combustible a domicilio 

que, al serlo, implica el cumplimiento de una serie de cargas que fueron 

establecidas por el legislador para esta actividad específica como, por ejemplo, 

el hecho de que el suministro deba hacerse mediante estaciones de servicio, 

haciendo uso de surtidores fijos, entre otros, que, como se explicó, no han sido 

atendidas por la parte accionada. Todo lo cual derrumba la postura expuesta en 

el recurso sobre que su actividad no se encuentra regulada, pues lo cierto es 

que sí lo está en los términos contenidos en el Decreto 1073 de 2015”.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Abordando el examen de las providencias apelables, debe 

precisarse que los cuestionamientos del recurrente radican, 

esencialmente, en la imposibilidad de decretar la cautela deprecada por 

la parte actora, porque, en síntesis, no existe disposición expresa que 

prohíba la actividad que ejerce Tanquea S.A.S., pues, en su sentir, (i) 

presta un domicilio o delivery, es decir, cumple con una función de 

entrega de bienes y servicios, en el lugar acordado con el usuario, (ii) no 

hace parte de la cadena de suministro de combustibles, y (iii) el servicio 

prestado, como tal, no fue considerado en el Decreto 1073 de 2015, y en 

virtud del principio de legalidad, lo que no está prohibido, está legalmente 

permitido.  
 

2. Sobre ese derrotero, recuérdese que la demandante, al 

inicio de la causa, deprecó varias cautelas, porque, entre otras cosas, “es 

patente la violación a la ley. En Colombia, hasta el momento, es prohibido el 

suministro de combustible a consumidores finales por fuera de una estación de 
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servicio debidamente autorizada por el Ministerio de Minas y Energía. Desde otro 

punto de vista, ninguna persona se encuentra autorizada para el suministro de 

combustible en el domicilio del consumidor. 

 

Así mismo, las normas que claramente han sido violados son 

aquellas que regulan directamente la manera de prestar el servicio. Esto es: 

Quién puede prestar el servicio, cómo se puede prestar el servicio y donde se 

puede prestar el servicio (…) La ley establece que solamente el distribuidor 

minorista es quien puede suministrar combustible a los consumidores finales. 

Tanquea S.A.S y RHOBOT no son distribuidores minoristas de combustibles 

autorizados (…). La ley establece que el suministro de combustibles a los 

consumidores finales se debe realizar (i) en un inmueble especialmente 

acondicionado para el efecto y (ii) a través de equipos fijos (surtidores). Tanquea 

S.A.S. y RHOBOT no suministran el combustible a través de estaciones de 

servicios ni mucho menos ejercen la actividad mediante surtidores fijos (…). 

Tanquea S.A.S. y RHOBOT no se encuentran autorizados por el Ministerio de 

Minas y Energía para distribuir combustibles a usuarios finales, ya que ni siquiera 

cuentan con un establecimiento de comercio donde prestar el servicio (…) Por 

no estar autorizados ni abastecerse de distribuidores mayoristas ni registrar sus 

compras de combustibles en SICOM, TANQUEA, no paga la sobretasa a la 

gasolina establecida en el artículo 124 de la Ley 488 de 1998, ni realiza el aporte 

al fondo Soldicom tal y como lo ordena el art. 8 de la Ley 26 de 1989 (…)”. 

  

2.1. Frente a tal pedimento, y en consideración a lo anterior, 

el funcionario de primer orden estableció que la “aludida aplicación permite 

solicitar un servicio de suministro de gasolina a domicilio, esto es, sin necesidad 

de que el consumidor tenga que acercarse hasta una estación de servicio a fin 

de tanquear su vehículo (…). Así, es posible concluir que las sociedades 

demandadas, de manera mancomunada, con el aporte de ambas, prestan el 

servicio de distribución de gasolina a domicilio, el cual se puede solicitar por 

parte de los consumidores a través de la aplicación cuyo ‘vendedor’ es Rehobot 

Technology S.A.S., pero que al final es facturado por Tanquea S.A.S. Bajo ese 

entendido, de manera preliminar se concluye que las sociedades demandadas 

contribuyen a la realización de la conducta desleal que alega el extremo 

demandante”. 

 

3. Así las cosas, comporta destacar que las medidas 

preventivas son “(…) instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de 

manera provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es 

controvertido en ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege 
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preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un derecho, 

con el fin de garantizar que la decisión adoptada sea materialmente ejecutada. Por 

ello, (…) estas medidas buscan asegurar el cumplimiento de la decisión que se adopte, 

porque los fallos serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para asegurar 

sus resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho controvertido 

(…).”1 

 

4. En el contexto de lo reprochado en la impugnación, 

prontamente se advierte que la apelación interpuesta por la convocada a 

juicio no tiene vocación de prosperidad, por cuanto la argumentación del 

recurrente se encamina, basilarmente, a derruir el fumus boni iuris como 

requisito para decretar la medida cautela de marras, que, según la 

jurisprudencia, consiste en que “el demandante aporte un principio de prueba 

de que su pretensión se encuentra fundada, al menos en apariencia”;2 

demostración sumaria que se aprecia cumplida en la actuación, 

considerando que el funcionario a quo fundó su decisión en la probanza 

del acto desleal contemplado en el artículo 18 de la Ley 256 de 1996, con 

los medios de convicción allegados por la demandante, esto es, 

pantallazos de “App Store”, comunicados de octubre de 2019 y febrero 

de 2020, emitidos por el Director de Hidrocarburos del Ministerio de Minas 

y Energía. Situación que la parte opositora pretender desvirtuar con sus 

afirmaciones, desconociendo “el principio general de derecho probatorio 

conforme al cual «la parte no puede crearse a su favor su propia prueba».”3 De 

ese modo, en esta etapa preliminar del proceso, dejó en firme el 

fundamento de la medida preventiva decretada, esto es, “que las 

sociedades demandas contribuyen a la realización de la conducta cuya deslealtad 

alega el extremo demandante. (…). La ventaja competitiva significativa en este 

caso también se puede tener por acreditada, en tanto las demandadas 

desarrollan su actividad económica en condiciones más benéficas que los 

distribuidores minoristas que sí se someten a la regulación que obligatoriamente 

deben cumplir. Es decir, las accionadas se permiten concurrir al mercado 

ignorando las barreras regulatorias que, por supuesto, implican el cumplimiento 

de una serie de cargas que al omitirse ponen en desventaja a quienes se han 

decidido a cumplirlas. (…). Sobre la base de estas consideraciones es posible 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia C-379 de 2004. 
2 Corte Constitucional. Sentencia C-490/00. 
3 CSJ. SC14426-2016, rad. 41001-31-03-004-2007-00079-01. 
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concluir, a esta altura preliminar del proceso, que las demandadas han incurrido 

en el acto de competencia desleal de violación de normas con ocasión del 

desarrollo de su actividad económica pues, como se vio, a partir de la infracción 

de las normas especiales del sector, obtienen una ventaja competitiva 

significativa frente a los demás competidores de tal mercado.” 

 

5. En consecuencia, se confirmarán los proveídos criticados, 

sin que haya lugar a imponer condena en costas en esta instancia, por no 

aparecer causadas (numeral 8° del artículo 365 del C.G.P.).  

   

RESUELVE: 

 

PRIMERO.-  CONFIRMAR las providencias Nos. 96843 y 

106436 adiados 8 y 29 de octubre de 2020, respectivamente, proferidas 

por la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de 

Industria y Comercio. 

 

SEGUNDO.- NO CONDENAR en costas en esta instancia por 

no aparecer causadas.  

  

TERCERO.- DEVOLVER las diligencias al Despacho de 

origen, previas las constancias del caso. Ofíciese. 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado. 
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ASUNTO             : APELACIÓN AUTO 

 

 Frente a la impugnación presentada por la parte demandada contra 

los proveídos Nos. 96843 y 106436 del 8 y 29 de octubre de 2020, 

respectivamente, proferidos por la Delegatura para Asuntos 

Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio, estese a 

lo dispuesto en auto de la misma fecha. 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado. 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 



Verbal 110013103199001202055387-02 de Asociación Colombiana de Petróleos contra Tanquea 

S.A.S.   

  

2 
 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

Firmado Por:

Juan Pablo Suarez Orozco

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 2d4bbacac3c9322f854f63d183282aacf8ce8a2956046a26b5766146b29bc6c5

Documento generado en 15/09/2022 04:35:50 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ref.: Proceso verbal de Martha Omaira Cárdenas Castelblanco contra 

Pradera Group SAS y otros.   

 

Para resolver el recurso de apelación que la parte demandante interpuso 

contra el auto de 11 de agosto de 2022, proferido por el Juzgado 2º Civil del 

Circuito de la ciudad para negar una solicitud de nulidad, bastan las 

siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Es necesario reconocer que el juez no decretó las pruebas en el 

momento procesal oportuno. No lo hizo en el auto de 28 de marzo de 20221, 

por medio del cual convocó a la audiencia inicial, ni durante su celebración, 

los días 8 de abril2 y 16 de mayo siguientes3, como se lo imponían el numeral 

10º y el parágrafo del artículo 372 del CGP. Una adecuada preparación de la 

audiencia le habría permitido cumplir con esos mandatos legales. 

 

Pero también es innegable que la discusión planteada devino intrascendente, 

pues el juez, en providencia de 24 de mayo pasado4, hizo el ordenamiento de 

las pruebas pedidas, para que se recaudaran en la audiencia de instrucción 

y juzgamiento que convocó, lo que implica que la mencionada omisión no 

pasó de ser una simple irregularidad que no da al traste con la validez de la 

actuación, puesto que, en estrictez, no se omitieron las oportunidades 

probatorias (CGP, art. 133, num. 5).  

 

                                                 
1  01Cuaderno1, pdf. 11ContinuaciónCuadernoH, p. 60.  
2  01Cuaderno1, 12AudienciaParte1 y 13AudienciaParte2.  
3  01Cuaderno1, 16Audiencia.  
4  01Cuaderno1, pdf. 19AutoDecretaPruebas.  
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Por lo demás, si en la audiencia inicial se practicaron las declaraciones de 

parte, no hay modo de sostener que se configuró la referida causal de nulidad; 

si los interrogatorios fueron o no exhaustivos, es asunto que no trasciende a 

la regularidad del proceso.  

 

2. Así las cosas, se confirmará el auto apelado, no sin antes precisar que 

sí era procedente condenar en costas a la parte incidentante, según lo 

previsto en el inciso 2º del numeral 1º del artículo 365 del CGP. 

 

Se condenará en costas a la parte recurrente, por aparecer causadas.  

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, CONFIRMA el auto 

de 11 de agosto de 2022, proferido por el Juzgado 2º Civil del Circuito de la 

ciudad dentro del proceso de la referencia. 

 

Se condena en costas a la parte recurrente. Se fijan como agencias en 

derecho la suma de $500.000. 

NOTIFÍQUESE 
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Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Ref: Proceso verbal de Martha Omaira Cárdenas Castelblanco contra Pradera 

Group S.A.S. y otros.  

 

En orden a resolver el recurso de apelación que la parte demandante 

interpuso contra el auto de 11 de agosto de 2022, proferido por el Juzgado 2º 

Civil del Circuito de la ciudad para negar unas medidas cautelares, bastan las 

siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. No se discute que el Código General del Proceso, impulsado por la 

necesidad de materializar el derecho fundamental a una tutela jurisdiccional 

efectiva, le abrió paso a las denominadas medidas cautelares discrecionales 

en procesos declarativos, en virtud de las cuales es posible que los jueces, 

por requerimiento de la parte interesada, decreten una que encuentren 

razonable para “la protección del derecho objeto del litigio, impedir su 

infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, 

hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad de la 

pretensión” (art. 590, lit. c), para lo cual es indispensable examinar (i) la 

legitimación o interés de las partes; (ii) la existencia de la amenaza o la 

vulneración del derecho; (iii) la apariencia de buen derecho; (iv) la necesidad, 

efectividad y proporcionalidad de la medida, así como (v) prestar, 

previamente, una garantía o caución para responder por las costas y 

perjuicios derivados de su práctica.    

 

Se trata, pues, de una cautela cuyo decreto impone un celoso escrutinio de 

los diversos medios de prueba aportados al proceso, no sólo para establecer 
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el humo de buen derecho en el que hunde sus raíces toda tipología de 

medidas cautelares, sino también para evaluar otros criterios que el legislador 

expresamente consideró necesarios para que pudieran abrirse paso, como la 

real existencia de la amenaza y la necesidad de la medida suplicada. 

 

2. Al amparo de estas breves reflexiones, se resalta que de las múltiples 

medidas cautelares solicitadas en la reforma de la demanda1 y en el memorial 

de 26 de junio de 20182, todas ellas negadas por el juzgador en el auto 

apelado, sólo tres (3) fueron objeto de censura por la señora Cárdenas, a las 

que se circunscribe el Tribunal por mandato del artículo 328 el CGP; son ellas: 

prohibirle al representante legal de Pradera Group S.A.S. ampliar un 

gravamen hipotecario a favor de Martha Omaira Castelblanco de Cárdenas, 

así como vender el predio denominado San Joaquín y Santa Ana, y decretar 

el embargo de los derechos herenciales que Luis Bernardo y Omar Dionisio 

Cárdenas tienen en la sucesión de Luis Bernardo Cárdenas Martínez.  

 

Limitada así la competencia, es útil recordar que Martha Omaira Cárdenas 

llamó a proceso verbal a Luis Bernardo Cárdenas y otros para que se declare 

que, en su condición de representante legal de Pradera Group SAS, incumplió 

los deberes previstos en el numeral 7º del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, 

por haber participado en once (11) negocios jurídicos sin la aprobación de la 

junta de accionistas, pese a que existía conflicto de intereses y, en 

consecuencia, se declare la nulidad absoluta de dichos contratos, se ordene 

restituir las cosas al estado anterior, y se les condene a pagar los perjuicios 

causados, lo mismo que “por el dinero que realmente generó la explotación 

económica” de los predios San Joaquín y Santa Ana,  Maturín y la Elvecia 

No. 23, entre otras pretensiones.  

                                                 
1  01Cuaderno1, 07CuadernoNúmero1FContinuación, p. 135 y 136.  
2  02CuadernoMedidasCautelares, 01CuadernoNúmero2, p. 104 a 110.  
3  01Cuaderno1, 07CuadernoNúmero1FContinuación, p. 70 a 155.  
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3. Pues bien, la revisión del expediente da cuenta de que (i) mediante 

escritura pública No. 1831, otorgada en la Notaría 23 de Bogotá, Martha 

Omaira y Omar Dionisio Cárdenas Castelblanco (hermanos) constituyeron la 

sociedad Comercializadora Cárdenas Castelblanco Ltda.4, habiendo 

nombrado a Luis Bernardo Cárdenas Martínez (su padre) como  

representante legal; (ii) en junta de socios de 15 de septiembre de 2011, la 

sociedad cambió su razón social a Pradera Group SAS, oportunidad en la que 

Luis Bernardo Cárdenas Castelblanco (hermano) fue designado como 

representante legal suplente5; (iii) el 11 de noviembre de ese año, Omar 

Dionisio Cárdenas vendió sus acciones a Martha Omaira Castelblanco de 

Cárdenas6 (madre) y, luego del fallecimiento del señor Cárdenas Martínez (2 

de diciembre de 20137), Luis Bernardo Cárdenas Castelblanco pasó a ser 

representante legal principal de la sociedad, y Martha Omaira Castelblanco 

de Cárdenas subgerente8, quienes aún ostentan dichas calidades; (iv) 

Pradera Group SAS es propietaria del establecimiento de comercio Hotel 

Ganadero de Gaitán9, que funciona en el inmueble identificado con la 

matrícula No. 234-5172, predio gravado con hipoteca a favor de Hernando 

Alberto Carrillo10; también es dueña del 33.33% de los bienes denominados 

“San Joaquín y Santa Ana” y “Maturín”, matriculados con los Nos. 70-81000 

y 70-1128, ubicados en el municipio de Sotaquirá11, pues la cuota parte que 

la sociedad tenía en el bien nombrado “La Elvecia No. 2” fue vendido 

mediante escritura pública No. 2387, de 5 de diciembre de 2014, otorgada en 

                                                 
4  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 70 a 83.   
5  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 140.  
6  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 212 a 214.  
7  01Cuaderno1, 03CuadernoNúmero1BContinuación, p. 111. 
8  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 141.  
9  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 111.  
10  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 108 y 109.  
11  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 121 a 133.  
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la Notaría 1ª de Tunja, a Inversiones Cari SAS12, en la que funge como 

representante legal Omar Dionisio Cárdenas13, hermano de Luis Bernardo 

Cárdenas14, cuyos accionistas son los hijos y sobrinos de esos 

demandados15; (v) el 13 de noviembre de 2012, es decir, en vida del señor 

Cárdenas Martínez, y mientras era el gerente de Pradera Group SAS, arrendó 

el Hotel Ganadero de Gaitán a Omar Dionisio y Luis Bernardo Cárdenas, 

hasta el 31 de diciembre de 201716, el último de los cuales, tras ser nombrado 

representante legal principal de esa persona jurídica, cedió su posición de 

coarrendatario a su referido hermano17, el 20 de septiembre de 2013, y (vi) el 

7 de octubre siguiente, los demandados Cárdenas Castelblanco suscribieron 

un “otro sí” al contrato de arrendamiento, estableciendo que el canon 

“inicialmente pactado se mantendrá en (sic) suma de $10’000.000,oo para el 

año 2014 y los incrementos acordados en el contrato originario [10% anual] 

tendrán vigencia a partir del año 2015”18; dicho negocio jurídico fue terminado, 

por mutuo acuerdo entre las partes, el 1º de mayo de 201619.  

 

También se acreditó que Omar Dionisio Cárdenas, entre el 11 de noviembre 

de 2010 y el 31 de diciembre de 2013, ocupó el cargo de gerente operativo y 

administrador de Pradera Group SAS, y que el 13 de mayo de 2014 suscribió 

con el señor Luis Bernardo Cárdenas, como representante legal de esa 

sociedad, un contrato de transacción en virtud del cual ésta le pagaría  

$60’000.000,oo por concepto de seguridad social dejada de solventar durante 

el periodo laborado20; y, debido al incumplimiento de las obligaciones 

                                                 
12  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 125 a 172 y 01Cuaderno1, 
01CuadernoNúmero1, p. 134 a 139.  
13  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 200 a 203.  
14  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 207 y 208.  
15  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 177 a 199.  
16  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 209 y 210. 
17  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 48.  
18  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 49.  
19  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 51.  
20  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 144 y 145.  
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acordadas, que provocó un proceso ejecutivo laboral21, el 24 de mayo de 

2018 firmaron un acuerdo de pago por $55’416.500,oo22. Igualmente se probó 

que el 8 de junio de 2015, el demandado Luis Bernardo Cárdenas, en 

representación de Pradera Group SAS, suscribió un contrato de cuentas en 

participación respecto del predio “San Joaquín y Santa Ana”, que puso a 

disposición de Omar Dionisio Cárdenas y Juan Mauricio Ruiz Cely para su 

explotación agrícola y ganadera por parte de los gestores, quienes se 

obligaron a “entregar y reconocer por la actividad económica ya citada un 

porcentaje equivalente al 8% de las utilidades netas al participe no gestor”23, 

y que ese mismo día Luis Bernardo y Omar Dionisio Cárdenas, el primero 

actuando en nombre propio, celebraron un contrato de la misma naturaleza 

con el señor Ruiz sobre el 50% del predio denominado “Maturín”, para 

obtener también el 8% de las utilidades netas24.  

 

Por su importancia se destaca que, según declaración del señor Luis 

Bernardo Cárdenas, representante legal de Pradera Group SAS, ninguno de 

los negocios jurídicos referidos a lo largo de esta providencia fue autorizado 

por la junta de accionistas de la sociedad25. 

 

4. La Superintendencia de Sociedades en autos de 22 de noviembre de 

201726 y 22 de agosto de 201827, determinó que “la relación de parentesco 

entre los mencionados señores [hacía] indispensable cumplir con el trámite 

de autorización contemplado en el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 

1995”, pues, “aunque el señor Luis Bernardo Cárdenas Castelblanco debió 

orientar sus actuaciones hacia la protección de los mejores intereses de 

                                                 
21  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 147 a 151. 
22  01Cuaderno1, 07CuadernoNúmero1FContinuación, p. 164.  
23  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 208 y 209.  
24  01Cuaderno1, 02CuadernoNumero1AContinuación, p. 210 y 211.  
25  01Cuaderno1, 12Audiencia20220408Parte1, min: 2:30:36.  
26  02CuadernoMedidasCautelares, 01CuadernoNúmero2, p. 3 a 9.  
27  02CuadernoMedidasCautelares, 01CuadernoNúmero2, p. 141 y 142.  
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Pradera Group SAS, la circunstancia de contratar con su hermano Omar 

Dionisio Cárdenas pudo haber nublado su juicio objetivo de negocios”, amén 

de que celebró a nombre propio el contrato de cuentas en participación sobre 

el bien social denominado “Maturín”. Por estas razones decretó, como 

medidas cautelares, la inscripción de la demanda en el registro mercantil de 

esa persona jurídica, en el del establecimiento de comercio Hotel Ganadero 

de Gaitán y en el folio de matrícula No. 70-39838, que corresponde al predio 

denominado “La Elvecia No. 2”; de la misma manera, le ordenó al 

representante legal, principal y suplente, “abstenerse de celebrar cualquier 

acto que esté inmerso en conflicto de interés”, sin contar con la autorización 

de la junta de accionistas, suspender los dos contratos de cuentas en 

participación y comunicar de la existencia de este proceso a determinados 

juzgados.  

 

5.   Con esta plataforma probatoria, aunque es evidente que existe 

apariencia de buen derecho, dado que se trata de negocios jurídicos 

ajustados con la parentela más próxima del administrador, no luce necesario 

decretar las medidas solicitadas en el numeral 1º del acápite correspondiente 

a cautelas del escrito de reforma de la demanda, ni en el numeral 2.2 del 

memorial radicado el 26 de junio de 2018, porque ya están comprendidas en 

el decreto cautelar que expidió  la Superintendencia de Sociedades en autos 

de 22 de noviembre de 201728 y 22 de agosto de 201829, en los que se le 

ordenó a los representantes legales, principal y suplente, de Pradera Group 

S.A.S., “abstenerse de celebrar cualquier acto que esté inmerso en conflicto 

de interés, sin contar con la autorización prevista en el numeral 7 del artículo 

23 de la Ley 222 de 1995”.  

 

                                                 
28  02CuadernoMedidasCautelares, 01cuadernoNúmero2, p. 3 a 9.  
29  02CuadernoMedidasCautelares, 01cuadernoNúmero2, p. 141 y 142.  
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Tampoco es viable ordenarle al señor Cárdenas que se abstenga de vender 

el predio denominado “San Joaquín y Santa Ana”, pues si el objeto social de 

Pradera Group SAS es “la explotación, administración, alquiler, compra, venta 

y representación de la industria hotelera y afines”30, mal haría el Tribunal en 

limitar el desarrollo de la compañía. Obviamente que, por cuenta de la cautela 

ya decretada, no pueden celebrarse contratos en los que pueda configurarse 

un conflicto de interés.   

 

Finalmente, en lo que respecta al embargo de los derechos herenciales que 

Luis Bernardo y Omar Dionisio Cárdenas tienen en la sucesión de su padre, 

el señor Luis Bernardo Cárdenas Martínez, es útil recordar que, según el 

inciso 2º del artículo 5º del Decreto 1925 de 2009, reglamentario del artículo 

23 de la Ley 222 de 1995, el administrador deberá responder por los perjuicios 

que hubiese causado con la conducta sancionada, como fue solicitado en la 

reforma de la demanda (pretensiones 11, 13, 23 y 28), en la que se pidió que 

esos demandados fueran condenados a pagarle a Martha Omaira Cárdenas 

y a Pradera Group SAS los daños ocasionados.  

 

Por consiguiente, como, según el inciso 3º del literal c) del artículo 590 del 

CGP, el juez, “si lo considera procedente, podrá decretar una [medida 

cautelar] menos gravosa o diferente de la solicitada”, y para el caso de las 

pretensiones indemnizatorias en procesos de responsabilidad civil, la ley 

tiene prevista la inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro 

que sean de propiedad del demandado (lit. b., ib.), no se ordenará la referida 

cautela, relativa a todos los derechos herenciales, sin perjuicio de que la parte 

demandante pueda requerir el registro de la demanda sobre bienes de 

propiedad de los demandados Luis Bernardo y Omar Dionisio Cárdenas, que 

el juez decretará con apego a la última de las disposiciones mencionadas.  

                                                 
30  01Cuaderno1, 01CuadernoNúmero1, p. 89 a 92.  
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6. Así las cosas, se confirmará el auto apelado. Se impondrá condena en 

costas, por aparecer causadas.   

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, CONFIRMA el auto 

de 11 de agosto de 2022, proferido por el Juzgado 2º Civil del Circuito de la 

ciudad dentro del proceso de la referencia, sin perjuicio de la posibilidad referida 

en el párrafo final del numeral 5 de las consideraciones de esta providencia.  

 

Se condena en costas a la parte recurrente. Se fijan como agencias en derecho 

la suma de $500.000. 

 

Secretaría abone al despacho este recurso de apelación.  

NOTIFÍQUESE 

Firmado Por:

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

 DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

Rad. 110013199002202100148 02 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ingresadas las diligencias al Despacho, de conformidad con lo 

normado en el inciso 2º del artículo 12 de la ley 2213 de 2022, se corre 

traslado por el término de cinco (5) días al apelante para que sustente 

los reparos que, de manera concreta formularon contra la sentencia 

del a quo, so pena de declararse desierto. 

 

Vencido el término antes mencionado, córrase traslado al 

extremo contrario de la sustentación por el término de cinco (5) días. 

 

Secretaría controle los mencionados términos, para que 

vencidos, se ingrese el expediente al Despacho, a fin de proferir la 

decisión que en derecho corresponda. 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

 
CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
 

 

Firmado Por:

Carlos Augusto Zuluaga Ramirez

Magistrado

Sala 014 Despacho Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

DEMANDANTE : EMILSE LEONOR FUENTES GUERRA  

DEMANDADO : SEGUROS GENERALES SURAMERICANA 

S.A.  
CLASE DE PROCESO : VERBAL- PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR FINANCIERO 
MOTIVO DE ALZADA : APELACIÓN SENTENCIA 

 

Se ADMITEN en el efecto suspensivo los recursos de 

apelación interpuestos por las partes contra la sentencia que profirió la 

Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia 

Financiera, el 5 de mayo del 2022, dentro del proceso de la referencia. 

 

Una vez ejecutoriada esta providencia, la Secretaría 
procederá a contabilizar el término de cinco (5) días que los apelantes 
tienen para sustentar sus recursos, pues en caso de no hacerlo, se 
declararán desiertos; de la sustentación que se presenten se correrá 
traslado a la parte contraria en la forma y términos previstos por el artículo 
14, en concordancia con el 9, del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

  
Tanto las sustentaciones como las réplicas se remitirán al 

correo electrónico secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co. Cada 
parte, si es del caso, acreditará el envío del escrito a su contraparte para 
los efectos del artículo 3 y el parágrafo del artículo 9 del Decreto 
mencionado, lo cual deberá ser tenido en cuenta por la Secretaría. 

 

 
Notifíquese, 

 

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL 

 
Bogotá D.C., catorce (14) de septiembre de dos mil 

veintidós (2022).  
 
 
 
Ref: VERBAL de PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR de 

JORGE ALBERTO MEJÍA ROJAS contra BANCO AV VILLAS. Exp. 003-2021-

04426-01. 

Atendiendo al contenido del artículo 12 de Ley 2213 de 
2022, se dispone, se dispone:  

  
1.- ADMITIR en el efecto SUSPENSIVO el recurso de 

apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia dictada el 15 de 
junio de 2022 en la Superintendencia Financiera de Colombia –Delegatura para 
Funciones Jurisdiccionales-.  

 

2.- Conforme lo establecido en el inciso 3º de la citada 
norma, a cuyo tenor: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega 
la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 
dentro de los cinco (5) días siguientes”, vencido aquél, la contraparte deberá 
descorrer, si así lo considera, el traslado; términos que comenzaran a 
contabilizarse desde la ejecutoria de esta determinación.  

  
3.-Por Secretaría comuníquese a los apoderados de los 

intervinientes las determinaciones que se adopten en el marco de la norma 
reseñada vía correo electrónico1, empero en caso de no llegar a obrar la misma 
en el expediente, pese a ser una obligación de los togados, remítanse las 
comunicaciones correspondientes a la dirección física que hayan informado en 
el expediente o en el Registro Nacional de Abogados.   

  
A su turno, las partes contendientes deberán dirigir sus 

escritos o memoriales con destino a este asunto al correo electrónico del 
Secretario Judicial de esta Corporación 
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co con copia del mismo a la 
escribiente encargada de los procesos del suscrito Magistrado 
mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co    

  
4.- Concurrente con lo antes señalado, los profesionales 

del derecho deberán dar estricto cumplimiento al numeral 14 del artículo 78 del 
Código General del Proceso, so pena de imposición de multa, en los términos 
allí previstos.  



  
5.- Cumplido lo anterior, ingresen las diligencias al 

despacho.  
  

NOTIFÍQUESE.  
  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., quince de septiembre de dos mil veintidós. 

 
Radicado: 11001 31 99 003 2021 04468 01 

 

Se admite, en el efecto SUSPENSIVO, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra la sentencia proferida por la Delegatura 

para Funcione Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera en 

audiencia celebrada el 28 de julio de 2022, dentro del proceso de 

protección al consumidor promovido por Javier Fontecha Espitia contra 

Seguros de Vida Sura y Bancolombia S.A.  

 

Cabe advertir que, de conformidad con lo establecido en la Ley 2213 de 

2022, la parte apelante cuenta con el término de cinco (5) días, a partir de 

la ejecutoria del admisorio, para sustentar los precisos reparos en los que 

fundamentó su recurso de apelación, y que si se presenta tal sustentación, 

la parte no apelante tiene cinco (5) días para la réplica. 

 

NOTIFÍQUESE  

El Magistrado, 

 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
11001 31 99 003 2021 04468 01 
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German  Valenzuela Valbuena

Magistrado
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Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Ingresadas las diligencias al Despacho, de conformidad con lo 

normado en el inciso 2º del artículo 12 de la ley 2213 de 2022, se corre 

traslado por el término de cinco (5) días al apelante para que sustente 

los reparos que, de manera concreta formularon contra la sentencia 

del a quo, so pena de declararse desierto. 

 

Vencido el término antes mencionado, córrase traslado al 

extremo contrario de la sustentación por el término de cinco (5) días. 

 

Secretaría controle los mencionados términos, para que 

vencidos, se ingrese el expediente al Despacho, a fin de proferir la 

decisión que en derecho corresponda. 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

 
CARLOS AUGUSTO ZULUAGA RAMÍREZ 

Magistrado 
 

 

 

Firmado Por:

Carlos Augusto Zuluaga Ramirez

Magistrado

Sala 014 Despacho Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA SEXTA CIVIL DE DECISIÓN  

 
Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

 
11001 3103 004 2017 00835 02 

 
Ref. proceso ejecutivo Gloria Inés Muñoz Santamaría frente a Asociación de Adjudicatarios 

y/o copropietarios de vivienda multifamiliar -Asoadvimul-de la Supermanzana 7 
 

 

El suscrito Magistrado no acoge el recurso de reposición que impetró la parte 

demandante contra el auto de 23 de agosto de 2022, mediante el cual se declaró 

desierta la alzada que dicha litigante formuló contra la sentencia que, en primera 

instancia, se dictó en el asunto en referencia.  

 

En concreto, la parte inconforme manifestó que su labor de sustentación del 

recurso de apelación la cumplió, de forma oral, ante el juez a quo en la audiencia de 

instrucción y juzgamiento, vicisitud que no puede desconocer el Tribunal.  

 

Para decidir, se considera: 

 

La carga de sustentación del recurso de apelación de sentencias -ante el juez 

de segunda instancia, se exige-, trátese en el escenario del Código General del 

Proceso (audiencia de sustentación y fallo), o de forma escrita, como lo regulara el 

artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020 y hoy la Ley 2213 de 2022, cuyo 

artículo 12 contempla, en su penúltimo inciso, que el apelante “deberá sustentar 

el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes” y que “si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”. 

 

Ya en vigencia plena del Decreto Legislativo 806 de 2020 (cuyo artículo 14 fue 

reproducido por el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022), la jurisprudencia se ha 

inclinado por emitir pronunciamientos acordes con la tesis expuesta por el suscrito 

Magistrado en el auto de 23 de agosto de 2022. 

 

En efecto, al dirimir un asunto de tutela frente a la declaración de deserción 

de un recurso de apelación, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia sostuvo que, “en el caso particular que se revisa, debe indicarse que esta 

Sala al realizar un nuevo estudio del artículo 322 del Código General del Proceso, 

considera que en efecto la consecuencia de la no sustentación del recurso de 

apelación en segunda instancia, al margen de que los reparos concretos se 

hubieren presentado en la audiencia y la sustentación se haya hecho por 

escrito ante el juez singular, es la declaratoria de desierto de la alzada” 

(sentencia STL 2791-2021 de 10 de marzo de 2021, R. 92191, M.P. Jorge Luis 
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Quiroz Alemán, criterio reiterado en sentencia STL11496-2021 de 25 de agosto de 

2021, M.P. Luis Benedicto Herrera Díaz, sentencia STL 4467 2022, de 6 de abril de 

2022, M.P. Gerardo Botero Zuluaga, y sentencia STL11649-2022 de 31 de agosto 

de 2022, M.P. Fernando Castillo Cadena, fallo último que revocó amparo que, 

ante una situación similar había concedido la Sala de Casación Civil). 

 

No prospera, entonces, la reposición en estudio. 

 

DECISIÓN. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado NO REPONE el auto de 23 

de agosto de 2022.  

 
Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

 
 Notifíquese   

 

 
 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

MAGISTRADO 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

 

11001 3199 005 2018 64853 01 

Ref. proceso verbal de Egeda Colombia frente a Hoteles Calle 93 S.A.S. 

 

En atención a lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Laboral, mediante sentencia STL11649-2022 de 31 de agosto de 

2022, por medio de la cual se revocó el fallo de tutela STC9761-2022 de 29 de 

julio de 2022 de la Sala de Casación Civil de la misma Corporación, el suscrito 

Magistrado dispone: 

 

Dejar sin efecto el auto de 29 de agosto de 2022, por medio del cual y en 

cumplimiento a lo dispuesto por la Sala de Casación Civil en el prenombrado 

fallo de tutela, se repuso el auto de 4 de mayo de 2022. 

 

Lo anterior, atendiendo a las previsiones de los artículos 31 y 32 del 

Decreto 2591 de 1991.  

 

Sobre el particular, la Corte Constitucional ha precisado que “si bien un 

fallo de tutela en primera instancia puede ser recurrido por cualquiera de las 

partes dentro de los términos establecidos por la ley, su cumplimiento por éstas 

es obligatorio mientras se surte la segunda instancia, la cual, de confirmarlo, 

dejará en firme la actuación del a-quo, pero en caso de revocarlo, dejará sin 

efectos totales o parciales el fallo objeto de apelación, y producirá otros, 

los cuales las partes deberán acatar” (Sentencia T-068 de 22 de febrero de 

1995, M.P, Hernando Herrera Vergara).  

 

Devuélvase el expediente a la oficina de origen. 

 

 Notifíquese y cúmplase 

 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 
 



Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., quince de septiembre de dos mil veintidós. 

 
Radicado: 11001 31 99 005 2020 40261 01 

 

Se admite, en el efecto DEVOLUTIVO, el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida el 11 de 

agosto de 2022 por la Subdirección de Asuntos Jurisdiccionales de la 

Dirección Nacional de Derecho de Autor, dentro del proceso promovido 

por Egeda Colombia contra Compañía Hotelera Cartagena Plaza Limitada.  

 

Cabe advertir que, de conformidad con lo establecido en la Ley 2213 de 

2022, la parte apelante cuenta con el término de cinco (5) días, a partir de 

la ejecutoria del admisorio, para sustentar los precisos reparos en los que 

fundamentó su recurso de apelación, y que si se presenta tal sustentación, 

la parte no apelante tiene cinco (5) días para la réplica. 

 

NOTIFÍQUESE  

El Magistrado, 

 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
11001 31 99 005 2020 40261 01 
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German  Valenzuela Valbuena

Magistrado

Sala 019 Civil
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Declarativo 
Demandante: Lingfield International Corp 
Demandado: Worldwide Energy Investment Ltd sucursal Colombia y otra 
Exp. 008-2019-00368-02 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., quince de septiembre de dos mil veintidós 

 

En el efecto suspensivo, se admite el recurso de apelación formulado por la 

parte demandante contra la sentencia de primera instancia.  

 

Ejecutoriada esta providencia, la apelante cuenta con el término de 

sustentación por 5 días. Vencido este período, la secretaría dará el 

correspondiente traslado para que se pronuncie la contraparte. 

 

 

Notifíquese, 

 

 

 

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 

Magistrado 

Firmado Por:

Luis Roberto Suarez Gonzalez

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 
Sala Civil 

 
Bogotá D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 008201900767 01 

 

Por secretaría córrase traslado –por el término de cinco (5) días– a la parte 

contraria, de la sustentación que hizo la parte demandante ante el juez de 

primera instancia (Ley 2213 de 2022, art. 12).  

NOTIFÍQUESE 

Firmado Por:

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

 

11001  3103 010 2018 00630 01 

Ref. proceso verbal de Sonia Janeth Barajas Ramirez frente a Blanca Lucia 

Aldana Moreno (y otros) 

 

Se admite el recurso de apelación que interpuso la parte demandante 

contra la sentencia que, el 4 de agosto de 2022, profirió el Juzgado Décimo 

Civil del Circuito de Bogotá, en el proceso de la referencia. 

 

En su momento, la secretaría controlará el surtimiento de los 

traslados de que trata el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022. 

 

Las partes tendrán en cuenta que los memoriales con destino a este 

proceso serán remitidos al correo electrónico 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

Cumplido lo anterior, el expediente reingresará al despacho del 

suscrito Magistrado, para lo que haya lugar.  

 

 Notifíquese 

                   

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 
 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá, D. C., quince de septiembre de dos mil veintidós  

 

11001 3103 012 2016 00598 01 

Ref. proceso verbal de pertenencia de Nubia Stella Bejarano Garzón frente a 

Adriana Londoño 

  

 La copia del “estudio documentológico al contrato de administración 

de bienes inmuebles” proveniente de la Fiscalía 105 Seccional de Bogotá, se 

pone en conocimiento de las partes, por el término de 3 días. 

 

En firme este proveído, reingrese el expediente al despacho.  

 

 Notifíquese 

                   

 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
Magistrado 

 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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12/9/22, 15:44 Correo: Carlos Daniel Blanco Camacho - Outlook
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR. YAYA PEÑA RV: RESPUESTA SOLICITUD
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 12/09/2022 15:15
Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
MEMORIAL PARA REGISTRAR DR. YAYA PEÑA 

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Hector Augusto Rodriguez Herrera <augusto.rodriguez@fiscalia.gov.co> 
Enviado: lunes, 12 de sep�embre de 2022 3:14 p. m.
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RESPUESTA SOLICITUD
 

DOCTOR OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA.- SECRETARIO HONORABLE

TRIBUNAL.-

PARA QUE HAGA PARTE DEL PROCESO VERBAL No. 11001310301220160059801 DE

 NUBIA ESTELLA BEJARANO  GARZÓN CONTRA ADRIANA LONDOÑO, ATENTAMENTE

ME PERMITO ENVIARLE EL ESTUDIO DOCUMENTOLOGICO AL CONTRATO DE

ADMINISTRACION DE BIENES INMUEBLES.- CORDIALMENTE – ADRIANA YANET

MONROY GOMEZ- FISCAL 105 SECCIONAL.-   
 
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.










